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Observaciones Generales de la Unidad

Esta unidad establece las bases fundamentales para comprender el sistema de ejecución penal en México, analizando su 

evolución histórica, fundamentos teóricos y principios rectores que orientan la aplicación de penas en el marco del sistema 

acusatorio.

Fundamentos del Sistema

Esta unidad permite comprender las 

bases teóricas y evolución histórica del 

sistema de ejecución penal en México, 

explorando sus principios rectores y 

marco normativo.

Visión Crítica de la Pena

El estudiante de maestría desarrollará una 

perspectiva crítica sobre la función y 

propósito de la pena dentro del sistema 

jurídico mexicano actual.

Reinserción Social

Se analizará la transformación del sistema 

penitenciario mexicano hacia un modelo 

centrado en la reinserción social dentro 

del marco del sistema acusatorio.



Introducción al Derecho de Ejecución Penal

Concepto y Naturaleza

El Derecho de Ejecución Penal 

constituye una disciplina jurídica 

especializada que regula la forma en 

que se ejecutan las sanciones penales 

impuestas por los tribunales, con 

particular énfasis en las penas 

privativas de libertad y las medidas 

de seguridad.

Evolución Histórica

Esta rama del derecho ha 

experimentado una transformación 

significativa en México, pasando de 

un enfoque meramente punitivo 

hacia una perspectiva centrada en la 

reinserción social y el respeto a los 

derechos humanos de las personas 

privadas de libertad.

Reforma Constitucional

La reforma constitucional de 2008 

marcó un punto de inflexión al 

transformar el sistema de justicia 

penal mexicano hacia un modelo 

acusatorio, judicializando la ejecución 

penal y fortaleciendo las garantías 

procesales durante el cumplimiento 

de las sanciones.



Concepto del Derecho de Ejecución Penal

Definición

El Derecho de Ejecución Penal 

puede definirse como el conjunto 

de normas jurídicas que regulan la 

ejecución de las penas y medidas 

de seguridad impuestas por 

autoridad judicial competente, 

como consecuencia de la comisión 

de un delito.

Control Judicial

Comprende aspectos procesales 

relacionados con los mecanismos 

de control judicial durante la 

ejecución de las penas, 

garantizando que se cumplan 

conforme a la ley y respetando los 

derechos humanos.

Derechos y Obligaciones

Regula los derechos y obligaciones 

de las personas privadas de 

libertad, así como los aspectos

sustantivos relacionados con la 

forma en que se cumplirán las 

sanciones penales en el marco 

jurídico mexicano.



Autonomía del Derecho de Ejecución Penal

Autonomía científica

Cuenta con principios, métodos 

y objeto de estudio propios que 

lo distinguen de otras ramas del 

derecho.

Autonomía legislativa

En México, se materializa con la 

Ley Nacional de Ejecución Penal 

de 2016, que establece un marco 

normativo específico.

Autonomía jurisdiccional

Se concreta con la creación de 

los jueces especializados en 

ejecución penal, con 

competencias específicas y 

diferenciadas.



Relación con el Derecho Penal Sustantivo

Determinación de conductas y 

sanciones

El Derecho Penal Sustantivo 

determina las conductas típicas, 

antijurídicas y culpables, así como 

las consecuencias jurídicas 

aplicables a quienes cometen 

delitos.

Aplicación efectiva de las sanciones

El Derecho de Ejecución Penal se 

encarga de regular cómo se 

aplicarán efectivamente las 

sanciones establecidas por el 

Derecho Penal Sustantivo.

Relación complementaria

Ambas ramas jurídicas 

mantienen una estrecha relación 

complementaria: una establece 

qué conductas son delictivas y 

qué penas corresponden, 

mientras la otra regula su 

aplicación.



Relación con el Derecho Procesal Penal

Proceso Penal

Determina la responsabilidad del acusado y establece la sanción correspondiente mediante 

sentencia.

Ejecución Penal

Regula la forma en que se cumplirá la sanción impuesta y garantiza los derechos del 

sentenciado durante el cumplimiento.

Reinserción Social

Finalidad última del proceso de ejecución, buscando la reintegración efectiva del 

sentenciado a la sociedad.



Principios Rectores del Derecho de Ejecución Penal

Los principios rectores constituyen la base axiológica y normativa que orienta la aplicación e interpretación del 

Derecho de Ejecución Penal en México.

Principio de Legalidad

Base fundamental que garantiza que 

toda actuación en la ejecución penal 

debe estar prevista y regulada por la 

ley, proporcionando seguridad 

jurídica.

Principio de Reinserción Social

Orienta el sistema hacia la 

reincorporación efectiva del 

sentenciado a la sociedad mediante 

programas de educación, trabajo y 

desarrollo personal.

Principio de Dignidad Humana

Reconoce que toda persona, aun 

privada de libertad, mantiene 

derechos fundamentales que deben 

ser respetados durante la ejecución 

de la pena.



Principio de Legalidad

El principio de legalidad en la ejecución penal establece que toda pena o medida de seguridad debe ejecutarse 

estrictamente conforme a lo previsto por la ley.

Fundamento Constitucional

Consagrado en el artículo 14 de la 

Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, que establece que 

nadie podrá ser privado de la libertad 

sino mediante juicio seguido ante 

tribunales previamente establecidos.

Marco Legal Específico

Desarrollado en el artículo 4 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, que 

prohíbe la imposición de condiciones o 

restricciones no contempladas 

expresamente en la normativa.

Aplicación Práctica

Implica que no pueden imponerse a 

las personas privadas de libertad 

condiciones o restricciones que no 

estén expresamente autorizadas por la 

ley, garantizando así sus derechos 

fundamentales.



Principio de Reinserción Social

Educación

Programas educativos que 

permitan al sentenciado 

adquirir conocimientos y 

habilidades.

Trabajo

Actividades laborales que 

fomenten hábitos de trabajo y 

capacitación para el mismo.

Salud

Atención médica integral que 

garantice el bienestar físico y 

mental.

Deporte

Actividades deportivas que 

promuevan la salud física y 

mental.

Respeto a Derechos

Garantía de los derechos 

humanos fundamentales 

durante la ejecución.



Principio de Dignidad Humana

El principio de dignidad humana constituye el fundamento esencial del sistema de ejecución penal en México, 

estableciendo tres aspectos fundamentales:

Respeto a la Dignidad Inherente

Toda persona privada de libertad 

debe ser tratada con respeto 

absoluto a su dignidad inherente 

como ser humano, 

independientemente de su condición 

jurídica.

Prohibición de Tratos Crueles

Este principio prohíbe 

categóricamente cualquier forma de 

tortura, tratos crueles, inhumanos o 

degradantes durante la ejecución de 

la pena.

Condiciones Dignas

Exige que las condiciones de 

internamiento sean compatibles con 

la dignidad humana, garantizando un 

entorno que permita el desarrollo 

personal y la reinserción social.



Principio de Proporcionalidad

Definición

Exige que exista una correspondencia entre la gravedad del delito cometido, la pena impuesta y 

las condiciones de su ejecución.

Aplicación

Se manifiesta en la individualización judicial y administrativa de la pena, así como en los beneficios 

preliberacionales.

Base legal

Encuentra fundamento en los artículos 18 y 22 constitucionales, así como en el artículo 4 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal.



Otros Principios Relevantes

Judicialización

Control judicial sobre la 

ejecución de las penas, 

garantizando que se 

cumplan conforme a la ley y 

respetando los derechos de 

los sentenciados.

Mínima Afectación

Las medidas disciplinarias y 

de seguridad deben causar 

la menor afectación posible a 

los derechos de las personas 

privadas de libertad.

Progresividad

Sistema gradual que permite 

al sentenciado avanzar por 

etapas hacia mayores niveles 

de libertad, según su 

evolución y comportamiento.



Teorías de la Pena y su Impacto en la Ejecución Penal

Las teorías de la pena constituyen construcciones doctrinales que buscan explicar y justificar la imposición de 

sanciones penales por parte del Estado, respondiendo a la pregunta fundamental: ¿para qué se castiga?

Fundamento jurídico

Las teorías de la pena buscan explicar 

y justificar la imposición de sanciones 

penales por parte del Estado.

Impacto en la ejecución

Estas teorías influyen directamente 

en la configuración del sistema de 

ejecución penal, determinando sus 

objetivos y métodos.

Finalidad penal

Responden a la pregunta 

fundamental: ¿para qué se castiga? 

definiendo procedimientos 

orientados a distintos propósitos 

penales.



Teorías Absolutas (Retribución)

Concepto de Retribución

Las teorías absolutas o 

retributivas conciben la pena 

como un fin en sí mismo, como 

una retribución o compensación 

por el mal causado mediante el 

delito.

Justificación de la Pena

Según estas teorías, la pena se 

justifica por el valor intrínseco de 

compensar el mal del delito con 

el mal de la pena, sin considerar 

fines utilitarios como la 

prevención o la reinserción 

social.

Principales Exponentes

Kant y Hegel son los filósofos 

más destacados que 

desarrollaron y defendieron las 

teorías retributivas de la pena en 

el pensamiento jurídico-

filosófico.



Teorías Relativas: Prevención General

Concepto

Las teorías de prevención 

general justifican la pena por su 

efecto sobre la sociedad en su 

conjunto, no sobre el 

delincuente individual.

Prevención general negativa

La pena busca disuadir a 

potenciales delincuentes 

mediante la amenaza del castigo 

(efecto intimidatorio).

Prevención general positiva

La pena refuerza la confianza de 

la sociedad en el ordenamiento 

jurídico y fortalece la conciencia 

jurídica colectiva.



Teorías Relativas: Prevención Especial

Concepto

Las teorías de prevención 

especial centran su atención en 

el efecto de la pena sobre el 

delincuente concreto, buscando 

evitar que vuelva a delinquir en 

el futuro.

Adaptación Individual

Según estas teorías, la pena 

debe adaptarse a las 

características particulares del 

delincuente para lograr su 

corrección, intimidación o 

neutralización, según el caso.

Exponente Principal

Franz von Liszt desarrolló 

ampliamente esta teoría, 

enfatizando la importancia de 

considerar las circunstancias 

individuales del delincuente en 

la aplicación de la pena.



Teorías Mixtas y Unitarias

Retribución

La pena debe ser proporcional al 

delito cometido, respetando 

principios de justicia.

Prevención General

Efecto disuasorio sobre la 

sociedad y reforzamiento de la 

confianza en el sistema jurídico.

Prevención Especial

Reinserción social del 

delincuente mediante 

tratamiento individualizado.

Las teorías mixtas o unitarias combinan elementos de las teorías absolutas y relativas, reconociendo que 

la pena cumple simultáneamente funciones retributivas y preventivas.



La Pena como Mecanismo de Prevención y Reinserción

Base Constitucional

El artículo 18 constitucional 

establece que el sistema 

penitenciario se organizará sobre la 

base del respeto a los derechos 

humanos como fundamento para 

la reinserción social del 

sentenciado.

Objetivo de Reinserción

En el sistema acusatorio mexicano, 

la pena se concibe 

primordialmente como un 

mecanismo orientado a la 

reinserción social del sentenciado, 

sin desconocer sus funciones 

retributivas y preventivas.

Elementos Formativos

El trabajo, la capacitación laboral, la 

educación, la salud y el deporte son 

los medios fundamentales 

establecidos para lograr la efectiva 

reinserción del sentenciado a la 

sociedad.



Evolución Histórica del Sistema Penitenciario

El sistema penitenciario ha experimentado una profunda transformación a lo largo de la historia, evolucionando desde concepciones 

puramente retributivas hacia modelos orientados a la reinserción social.

Modelos Retributivos Antiguos

Inicialmente, los sistemas penitenciarios se 

basaban exclusivamente en el castigo y la 

retribución, con condiciones inhumanas y sin 

consideración por los derechos de los 

reclusos.

Reforma Penitenciaria

Con el tiempo, surgieron movimientos 

reformistas que cuestionaron el enfoque 

puramente punitivo y promovieron mejoras 

en las condiciones de reclusión y los derechos 

básicos.

Modelo de Reinserción Social

Los sistemas contemporáneos reconocen 

progresivamente los derechos de las 

personas privadas de libertad y se orientan 

hacia la reinserción social mediante 

programas educativos, laborales y 

terapéuticos.

Esta evolución refleja cambios significativos en la comprensión de la naturaleza y fines de la pena, así como en el reconocimiento de la 

dignidad humana como principio fundamental.



Modelos Históricos: Prisión como Castigo

1Antigüedad

La prisión no era una pena en sí misma, 

sino un lugar de custodia hasta la 

ejecución de castigos corporales o la 

muerte.
2 Edad Media

Predominio de penas corporales y 

capitales. Las prisiones eclesiásticas 

introdujeron la idea de penitencia y 

reflexión.

3Siglos XVI-XVIII

Surgimiento de las casas de corrección y 

trabajo forzado como antecedentes de la 

prisión moderna.



Modelos Históricos: Prisión como Reclusión

La Ilustración y los Reformadores

A partir del siglo XVIII, con la 

Ilustración y las ideas de 

reformadores como Beccaria y 

Howard, la prisión comenzó a 

consolidarse como la pena 

principal en los sistemas penales 

occidentales.

Privación de Libertad como Pena

La privación de libertad se 

convirtió en un fin en sí mismo, 

sustituyendo progresivamente a 

las penas corporales y capitales. 

Sin embargo, las condiciones de 

reclusión seguían siendo 

extremadamente severas.

Condiciones de Reclusión

Aunque la prisión representó un 

avance frente a los castigos 

físicos, las primeras instituciones 

penitenciarias mantenían 

condiciones inhumanas con 

hacinamiento, enfermedades y 

tratos degradantes.



Sistemas Penitenciarios Clásicos

Sistema Filadélfico

Aislamiento celular completo, 

prohibición de trabajo y 

comunicación. Buscaba la 

reflexión y arrepentimiento 

mediante el aislamiento y la 

lectura de textos religiosos.

Sistema Auburniano

Aislamiento nocturno con 

trabajo colectivo diurno bajo 

regla de silencio absoluto. 

Introdujo el trabajo como 

elemento central del régimen 

penitenciario.

Sistema Progresivo

División de la condena en etapas 

con progresiva disminución de la 

severidad y aumento de 

privilegios según la conducta del 

recluso.



Desarrollo de la Idea de Reinserción Social

Cambio de Paradigma

A partir de la segunda mitad del 

siglo XX, se consolidó la idea de 

que la ejecución penal debe 

orientarse primordialmente a la 

reinserción social del 

delincuente.

Reconocimiento de Derechos

Este cambio de paradigma 

implicó el reconocimiento de 

que la persona privada de 

libertad sigue siendo titular de 

derechos fundamentales.

Obligaciones del Estado

El Estado tiene la obligación de 

proporcionar los medios 

necesarios para la eventual 

reintegración del individuo a la 

sociedad.



Instrumentos Internacionales Clave

Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos (1955)

Establecieron estándares básicos para el tratamiento de personas privadas de libertad, incluyendo 

condiciones de alojamiento, higiene, alimentación y servicios médicos.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Artículo 10: "El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la 

reforma y la readaptación social de los penados".

Reglas Nelson Mandela (2015)

Actualización de las Reglas Mínimas, con mayor énfasis en la dignidad humana y la reinserción 

social.



Evolución del Sistema Penitenciario en México

11917

La Constitución establece en su artículo 18 que el 

sistema penal se organizará sobre la base del trabajo 

como medio de regeneración.
2 1965

Reforma constitucional que introduce el concepto de 

readaptación social basada en el trabajo, la 

capacitación y la educación.32008

Reforma constitucional que transforma el sistema de 

justicia penal e introduce la judicialización de la 

ejecución penal. 4 2011

Reforma constitucional en materia de derechos 

humanos que impacta en la concepción de los 

derechos de las personas privadas de libertad.52016

Promulgación de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 

que consolida el nuevo modelo de ejecución penal.



La Reforma de 2008 y la Judicialización

Traslado de Poder

La reforma constitucional de 2008 

transformó radicalmente el 

sistema de ejecución penal en 

México, trasladando el control de la 

ejecución de penas del Poder 

Ejecutivo al Poder Judicial.

Garantía de Derechos

Esta judicialización respondió a la 

necesidad de garantizar el respeto 

a los derechos humanos de las 

personas privadas de libertad y de 

establecer un sistema de ejecución 

penal acorde con los principios del 

Estado democrático de derecho.

Transformación Sistemática

La reforma sentó las bases para un 

nuevo modelo de ejecución penal 

con mayor transparencia y control 

jurisdiccional sobre las condiciones 

de internamiento y el 

cumplimiento de las sentencias.



Principales Cambios con la Reforma de 2008

Judicialización

Creación de jueces especializados en ejecución penal, independientes de la administración 

penitenciaria.

Debido Proceso

Introducción de procedimientos contradictorios para resolver controversias durante la 

ejecución de la pena.

Derechos Humanos

Reconocimiento explícito de los derechos de las personas privadas de libertad y mecanismos 

para su protección.



Ley Nacional de Ejecución Penal (2016)

Marco Normativo Unificado

Publicada el 16 de junio de 2016, 

esta ley consolidó el nuevo 

modelo de ejecución penal en 

México, estableciendo un marco 

normativo uniforme para todo el 

país.

Procedimientos Judiciales

Desarrolla los principios 

constitucionales en materia de 

ejecución penal y regula 

detalladamente los 

procedimientos ante el juez de 

ejecución.

Derechos de Personas Privadas de 

Libertad

Establece un catálogo 

comprensivo de derechos para 

las personas privadas de libertad, 

reforzando la protección de sus 

garantías fundamentales.



El Juez de Ejecución Penal: Funciones

Control de legalidad

Garantizar que la ejecución de la pena se realice conforme a la sentencia y a la ley, respetando los 

derechos del sentenciado.

Resolución de controversias

Resolver las controversias que surjan durante la ejecución de la pena entre el sentenciado y la 

autoridad penitenciaria.

Modificación y duración de penas

Decidir sobre la modificación, sustitución, suspensión o extinción de las penas o medidas de 

seguridad.



El Juez de Ejecución Penal: Atribuciones

El artículo 25 de la Ley Nacional de Ejecución Penal establece las competencias específicas del juez de 

ejecución, entre las que destacan:

Garantía de derechos

Garantizar a las personas 

privadas de libertad el 

ejercicio de sus derechos 

fundamentales durante 

el cumplimiento de su 

sentencia.

Traslados

Resolver sobre las 

peticiones de traslado 

entre centros 

penitenciarios, 

considerando factores de 

seguridad y reinserción 

social.

Modificación de penas

Resolver sobre las 

modificaciones a las 

condiciones de 

cumplimiento de la pena, 

incluyendo beneficios 

preliberacionales.

Condiciones de 

internamiento

Atender peticiones sobre 

condiciones de 

internamiento y 

garantizar que cumplan 

con los estándares 

legales establecidos.



Procedimiento ante el Juez de Ejecución

Petición o Controversia

Presentación de la 

solicitud o planteamiento 

de la controversia por 

parte del legitimado 

(sentenciado, defensor, 

ministerio público, 

víctima).

Admisión y Notificación

El juez admite la petición 

o controversia y notifica a 

las partes, fijando fecha 

para audiencia cuando 

proceda.

Audiencia

Desarrollo de la audiencia 

con participación de las 

partes, bajo los principios 

de contradicción, 

publicidad, concentración, 

continuidad e 

inmediación.

Resolución

El juez emite su 

resolución, que puede ser 

impugnada mediante el 

recurso de apelación.



Beneficios Preliberacionales

Libertad Condicionada

Permite al sentenciado 

continuar cumpliendo su 

pena fuera del centro 

penitenciario, bajo ciertas 

condiciones y supervisión. 

Requiere haber cumplido un 

porcentaje de la pena y otros 

requisitos.

Libertad Anticipada

Extinción de la pena de 

prisión y otorgamiento de 

libertad al sentenciado. 

Procede cuando ha 

cumplido el cincuenta por 

ciento de su pena y cumple 

con los requisitos 

establecidos.

Sustitución y Suspensión

Mecanismos que permiten 

sustituir la pena de prisión 

por otras medidas o 

suspender su ejecución, bajo 

determinadas condiciones.



Retos Actuales del Sistema de Ejecución Penal en México

A pesar de los avances normativos, el sistema de ejecución penal en México enfrenta importantes desafíos en su 

implementación práctica:

Sobrepoblación y hacinamiento

Los centros penitenciarios operan 

frecuentemente por encima de 

su capacidad, generando 

condiciones que dificultan la 

reinserción social.

Insuficiencia de recursos

La escasez de recursos materiales 

y humanos limita la 

implementación efectiva de los 

programas de reinserción social.

Deficiente capacitación

El personal penitenciario 

frecuentemente carece de la 

formación adecuada para 

implementar el modelo de 

reinserción social.

Corrupción y autogobierno

Algunos centros penitenciarios sufren problemas de 

corrupción y control por parte de grupos de internos, 

socavando la autoridad institucional.

Prácticas contrarias a la reinserción

Persisten enfoques punitivos que contradicen el 

modelo de reinserción social establecido en la 

normativa vigente.



Perspectivas de Desarrollo del Sistema

Fortalecimiento institucional

Consolidación de las instituciones encargadas de la ejecución penal, con énfasis en la 

profesionalización y capacitación del personal.

Desarrollo de alternativas a la prisión

Ampliación y fortalecimiento de las medidas alternativas a la prisión, especialmente para delitos 

no violentos.

Mejora de programas de reinserción

Diseño e implementación de programas de reinserción social basados en evidencia científica y 

adaptados a las necesidades específicas de la población penitenciaria.



Conclusiones

El Derecho de Ejecución Penal en México ha experimentado una profunda transformación que refleja un cambio de 

paradigma en la concepción de la pena y los derechos de las personas privadas de libertad.

Judicialización del Sistema

Evolución desde un modelo 

administrativo hacia un sistema 

judicializado con mayor 

transparencia y garantías procesales.

Reinserción Social

Reorientación hacia un modelo que 

prioriza la reinserción social efectiva 

de las personas privadas de libertad.

Derechos Fundamentales

Reconocimiento de que las personas 

privadas de libertad siguen siendo 

titulares de derechos fundamentales 

que el Estado debe respetar y 

garantizar.



Puntos Conclusivos

Autonomía consolidada

El Derecho de Ejecución Penal se 

ha consolidado como una rama 

autónoma del derecho, con 

principios, métodos y objeto de 

estudio propios, así como con un 

marco normativo específico.

Orientación a la reinserción

El sistema mexicano de ejecución 

penal se orienta primordialmente 

a la reinserción social del 

sentenciado, superando 

concepciones meramente 

retributivas o neutralizadoras.

Judicialización como garantía

La judicialización de la ejecución 

penal constituye una garantía 

fundamental para el respeto de 

los derechos de las personas 

privadas de libertad y para la 

legalidad de la ejecución.



Puntos Conclusivos (continuación)

Marco normativo robusto

México cuenta con un marco 

normativo robusto en materia de 

ejecución penal, que incorpora 

estándares internacionales y 

establece procedimientos 

garantistas.

Brecha implementación

Persiste una brecha significativa 

entre el marco normativo y su 

implementación práctica, lo que 

plantea importantes desafíos 

para la consolidación del 

modelo.

Perspectiva integral

La efectiva reinserción social 

requiere un enfoque integral que 

involucre no solo al sistema 

penitenciario, sino también a 

otras instituciones públicas y a la 

sociedad en su conjunto.



Segunda Unidad

Marco Normativo de la Ejecución 

Penal en México



Objetivo de la Unidad

Identificar y analizar las principales disposiciones normativas que rigen el sistema de ejecución penal en 

México.

Marco Normativo

Identificar las disposiciones 

constitucionales y legales que 

fundamentan el sistema de 

ejecución penal en México.

Ley Nacional de Ejecución Penal

Analizar con especial énfasis la 

estructura y contenido de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal.

Aplicación Práctica

Comprender los procedimientos 

y mecanismos de aplicación de 

las normas en el sistema 

penitenciario mexicano.



Observaciones Generales de la Unidad

Esta unidad aborda el complejo entramado normativo que sustenta el sistema de ejecución penal en México, desde su 

fundamento constitucional hasta los instrumentos internacionales aplicables.

Marco Jurídico Integral

El estudio de este marco jurídico es 

fundamental para comprender la 

transformación del sistema 

penitenciario mexicano hacia un 

modelo garantista centrado en la 

reinserción social.

Reforma Constitucional 2008

La reforma constitucional de 2008 

representa un hito que ha 

reconfigurado la ejecución penal en 

México, estableciendo nuevos 

paradigmas en el sistema 

penitenciario.

LNEP 2016

La promulgación de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal en 2016 estableció 

mecanismos de protección de 

derechos humanos para las personas 

privadas de libertad.



Índice de la Unidad

Marco Constitucional de la Ejecución Penal

• Artículo 18 Constitucional y sus reformas

• Derechos humanos en la ejecución penal

• Control de convencionalidad

Ley Nacional de Ejecución Penal

• Estructura y principales ejes

• Derechos y obligaciones

• Medidas cautelares y penas

• Procedimiento ante el Juez de Ejecución



Beneficios y Regulación en la Ejecución Penal

Beneficios de la Pena

Redención de pena por trabajo y 

estudio, libertad condicionada y 

anticipada, sustitución de penas 

y análisis de requisitos y 

procedimientos para su 

aplicación.

Sustitutivos Penales

Alternativas a la privación de 

libertad que permiten cumplir la 

sanción penal a través de 

diferentes mecanismos 

conforme a los requisitos 

establecidos en la ley.

Regulación Internacional

Reglas Mandela, instrumentos 

internacionales aplicables a la 

ejecución penal y jurisprudencia 

relevante de la Corte 

Interamericana de Derechos 

Humanos.



Marco Constitucional de la Ejecución Penal

Artículo 18 Constitucional

Fundamento principal del 

sistema de ejecución penal en 

México, estableciendo las bases 

para la organización del sistema 

penitenciario nacional.

Garantías Constitucionales

Preceptos constitucionales que 

complementan el artículo 18, 

asegurando el respeto a los 

derechos fundamentales de 

todas las personas.

Protección a Personas Privadas de 

Libertad

Marco constitucional que 

garantiza los derechos humanos 

específicamente para quienes se 

encuentran en situación de 

privación de libertad.



Artículo 18 Constitucional y sus reformas

El artículo 18 constitucional establece las bases del sistema penitenciario mexicano, orientado hacia la reinserción social como finalidad 

de la pena.

Reforma de 2008

Transformó profundamente este precepto, 

incorporando el respeto a los derechos 

humanos como base del sistema 

penitenciario y la reinserción social como 

objetivo de la pena.

Estableció cinco ejes fundamentales: 

trabajo, capacitación, educación, salud y 

deporte.

Reforma de 2011

En materia de derechos humanos reforzó 

esta perspectiva garantista, ampliando la 

protección de las personas privadas de 

libertad.

Reforma de 2016

Consolidó el nuevo modelo de ejecución 

penal, fortaleciendo los mecanismos para 

garantizar los derechos de las personas 

privadas de libertad.



Evolución del Artículo 18 Constitucional

1 1917

Texto original: Enfoque en la regeneración moral del delincuente a través del trabajo.

2 2008

Reforma integral: Cambio de "readaptación" a "reinserción social" y establecimiento de los cinco 

ejes fundamentales.

3 2011

Reforma en derechos humanos: Fortalecimiento del enfoque garantista en la ejecución penal.

4 2016

Consolidación: Armonización con la Ley Nacional de Ejecución Penal y fortalecimiento del sistema 

de justicia penal acusatorio.



Derechos humanos en la ejecución penal

La Constitución mexicana garantiza diversos derechos fundamentales aplicables a las personas privadas de libertad:

Principios fundamentales

Artículo 1°: Reconocimiento de derechos 

humanos y principio pro persona

Artículo 22: Prohibición de penas 

inusitadas y trascendentales

Garantías procesales

Artículo 14: Garantía de audiencia y 

debido proceso

Artículo 16: Fundamentación y motivación 

de actos de autoridad

Protección en prisión

Artículo 19: Prohibición de malos tratos y 

violencia

Artículo 20: Derechos del imputado y de la 

víctima

Estos preceptos constitucionales configuran un marco de protección integral para las personas sujetas al sistema de ejecución

penal, limitando la actuación de las autoridades y garantizando el respeto a la dignidad humana.



Control de convencionalidad en la ejecución penal

El control de convencionalidad es un mecanismo jurídico que obliga a todas las autoridades mexicanas, incluidas las penitenciarias y 

judiciales en materia de ejecución, a verificar la compatibilidad de las normas internas con la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y otros tratados internacionales.

Fundamento jurídico

Artículo 1° constitucional, párrafos segundo 

y tercero, que incorpora los tratados 

internacionales al bloque de 

constitucionalidad y establece la obligación 

de todas las autoridades de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos 

humanos.

Aplicación práctica

Los jueces de ejecución deben aplicar los 

estándares internacionales más favorables 

para la persona privada de libertad, incluso 

por encima de la legislación nacional 

cuando ésta ofrezca una protección menor.

Alcance del control

Se extiende a todas las decisiones sobre 

régimen penitenciario, condiciones de 

internamiento, beneficios preliberacionales 

y derechos de las personas privadas de 

libertad, asegurando el cumplimiento de 

estándares internacionales.



Caso práctico: Control de convencionalidad

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha aplicado el control de convencionalidad en materia de ejecución penal en 

diversos casos, transformando la práctica judicial e incorporando estándares internacionales como parámetro de validez y 

aplicación de las normas nacionales.

Contradicción de Tesis 293/2011

Estableció que las normas de derechos 

humanos de fuente internacional 

tienen rango constitucional, 

equiparando su jerarquía con la 

Constitución.

Varios 912/2010

Determinó que todas las autoridades 

mexicanas deben realizar control de 

convencionalidad, verificando la 

compatibilidad de leyes nacionales 

con tratados internacionales.

Amparo en Revisión 644/2016

Aplicó estándares internacionales para 

resolver sobre condiciones de 

internamiento, garantizando derechos 

humanos de personas privadas de 

libertad.



Ley Nacional de Ejecución Penal (LNEP)

Publicación y Vigencia

Publicada en el Diario Oficial de 

la Federación el 16 de junio de 

2016, representa la culminación 

del proceso de reforma al 

sistema de justicia penal en 

México.

Unificación Nacional

Esta ley unifica los criterios de 

ejecución penal en todo el país, 

estableciendo procedimientos 

estandarizados para todas las 

entidades federativas.

Enfoque Garantista

Establece un marco normativo 

garantista centrado en el respeto 

a los derechos humanos de las 

personas privadas de libertad, 

priorizando su reinserción social.



Estructura y principales ejes de la LNEP

Estructura formal

La LNEP consta de 207 

artículos distribuidos en 6 

títulos que abarcan desde 

disposiciones generales 

hasta la justicia terapéutica, 

pasando por los 

procedimientos ante el juez 

de ejecución, los beneficios 

preliberacionales y las 

medidas de seguridad.

Ejes fundamentales

Los principales ejes que 

articulan la LNEP son: la 

judicialización de la 

ejecución penal, el respeto 

irrestricto a los derechos 

humanos, la reinserción 

social como finalidad de la 

pena, la transparencia y 

rendición de cuentas, y la 

participación de la sociedad 

civil.

Principios rectores

La ley establece principios 

como dignidad, igualdad, 

legalidad, debido proceso, 

transparencia, 

confidencialidad, publicidad, 

proporcionalidad y 

reinserción social como guías 

para la interpretación y 

aplicación de sus 

disposiciones.



Estructura de la LNEP

Título I: Disposiciones Generales

Establece los principios rectores, 

derechos y obligaciones 

fundamentales que guían la 

aplicación de la ley.

Título II: Régimen de Internamiento

Regula las condiciones de vida, 

servicios y programas dentro de 

los centros penitenciarios.

Título III: Bases para la Organización 

del Sistema Penitenciario

Define la estructura operativa y 

administrativa del sistema 

penitenciario nacional.

Título IV: Procedimiento ante el Juez de Ejecución

Establece las reglas procesales y controversias que se 

tramitan ante las autoridades judiciales.

Título V: Beneficios Preliberacionales y Sanciones no 

Privativas de Libertad

Regula las alternativas a la prisión y los mecanismos 

para obtener la libertad anticipada.

La estructura de la LNEP refleja un enfoque integral que abarca todos los aspectos relevantes de la ejecución penal, 

desde las condiciones de internamiento hasta los mecanismos de liberación anticipada.



Derechos y obligaciones de las personas privadas de libertad

La Ley Nacional de Ejecución Penal (LNEP) establece claramente los derechos fundamentales y las obligaciones de las 

personas en centros penitenciarios:

Derechos fundamentales

• Recibir un trato digno y no 

discriminatorio

• Recibir asistencia médica 

preventiva y de tratamiento

• Recibir alimentación nutritiva, 

suficiente y de calidad

• Permanecer en estancias 

designadas conforme a la 

ubicación

• Ser informado de sus derechos y 

deberes

Derechos de comunicación y actividades

• Recibir visitas y mantener 

comunicación con el exterior

• Participar en actividades físicas y 

deportivas

• Acceso a educación y 

capacitación laboral

Obligaciones (Art. 11 LNEP)

• Acatar las normas del régimen 

de disciplina

• Respetar los derechos de sus 

compañeros

• Participar en actividades de 

reinserción social

• Conservar el orden y aseo de su 

estancia

• Respetar a las autoridades 

penitenciarias

• Someterse a los exámenes 

médicos requeridos



Grupos de atención prioritaria

Mujeres

La LNEP establece protecciones específicas para mujeres 

embarazadas y madres lactantes, incluyendo la 

posibilidad de que los hijos menores de tres años 

permanezcan con sus madres (Arts. 10 y 36).

Personas adultas mayores

Se garantiza atención médica especializada y condiciones 

adecuadas para personas mayores de 60 años, 

considerando sus necesidades específicas (Art. 10).

Personas con discapacidad

La ley prevé ajustes razonables para garantizar la 

accesibilidad y la inclusión de personas con discapacidad 

en todas las actividades penitenciarias (Art. 10).

Indígenas

Se reconocen derechos específicos para personas 

indígenas, como el derecho a un intérprete y el respeto a 

sus costumbres y tradiciones culturales (Art. 35).



Medidas cautelares y penas privativas y no privativas de libertad

Medidas cautelares

La LNEP regula la ejecución de medidas 

cautelares como la prisión preventiva, 

estableciendo que las personas sujetas a 

esta medida deben estar separadas de 

las sentenciadas y gozar de todos los 

derechos compatibles con su situación 

jurídica.

Penas privativas de libertad

La ley establece las condiciones para el 

cumplimiento de penas de prisión, 

incluyendo los diferentes regímenes de 

internamiento (mínima, media y 

máxima seguridad) y los criterios para la 

clasificación de las personas privadas de 

libertad.

Penas no privativas de libertad

La LNEP regula la ejecución de 

sanciones como:

• Trabajo en favor de la comunidad

• Tratamiento en libertad

• Multa

• Reparación del daño

• Libertad condicionada

• Monitoreo electrónico



Regímenes de internamiento

Régimen de mínima seguridad

Destinado a personas 

sentenciadas por delitos no graves 

o de bajo impacto social. 

Caracterizado por menores 

restricciones y mayor libertad de 

movimiento dentro del centro 

penitenciario.

Régimen de media seguridad

Aplicable a personas que no 

representan un alto riesgo 

institucional pero requieren mayor 

supervisión que en el régimen 

mínimo. Incluye restricciones 

moderadas de movilidad.

Régimen de máxima seguridad

Reservado para personas de alto 

riesgo institucional o vinculadas a 

delincuencia organizada. Implica 

estrictas medidas de seguridad y 

vigilancia constante.

La clasificación en estos regímenes debe basarse en criterios técnicos y objetivos, y ser revisada periódicamente para 

evaluar la posibilidad de progresión o regresión de régimen (Arts. 18 y 19 LNEP).



El procedimiento de ejecución ante el Juez de Ejecución

La judicialización de la ejecución penal es uno de los principales avances de la reforma constitucional de 2008 y de la 

LNEP. El Juez de Ejecución es la autoridad judicial especializada encargada de vigilar y controlar la legalidad de la 

ejecución de las sanciones penales.

Competencia del Juez de Ejecución (Art. 25 LNEP)

• Garantizar el respeto a los derechos humanos de 

las personas privadas de libertad

• Resolver controversias sobre condiciones de 

internamiento

• Otorgar, modificar o revocar beneficios 

preliberacionales

• Resolver sobre traslados penitenciarios

• Determinar duración, modificación y extinción de 

penas

Principios del procedimiento (Art. 120 LNEP)

• Publicidad

• Contradicción

• Concentración

• Continuidad

• Inmediación

• Economía procesal



Etapas del procedimiento ante el Juez de Ejecución

1

Inicio del procedimiento

Puede iniciarse a petición de parte 

(persona privada de libertad, su defensor, 

el Ministerio Público) o de oficio por el 

Juez de Ejecución en casos urgentes (Art. 

122 LNEP).

2

Admisión y trámite

El Juez analiza la solicitud y decide sobre 

su admisión. Si la admite, notifica a las 

partes y fija fecha para audiencia (Arts. 

123-124 LNEP).

3

Audiencia

Se desarrolla con la presencia de las 

partes. Se exponen argumentos, se 

desahogan pruebas y se formulan 

alegatos (Arts. 125-126 LNEP).

4

Resolución

El Juez emite su resolución, que puede 

ser impugnada mediante el recurso de 

apelación o, en casos excepcionales, 

mediante amparo (Arts. 127-128 LNEP).



Controversias ante el Juez de Ejecución

Tipos de controversias (Art. 116 LNEP)

La LNEP establece diversos tipos de controversias que pueden presentarse:

• Condiciones de internamiento

• Plan de actividades

• Medidas disciplinarias

• Traslados penitenciarios

• Duración, modificación y extinción de la pena

Estas controversias pueden ser promovidas por la persona privada de libertad, su defensor, familiares, 

visitantes, organizaciones de la sociedad civil o la autoridad penitenciaria, dependiendo de la naturaleza 

del asunto.

2

Procedimiento especial (Arts. 117-119 LNEP)

Para controversias sobre condiciones de internamiento que afecten derechos de personas privadas de 

libertad, la LNEP establece un procedimiento especial caracterizado por:

• Mayor celeridad

• Posibilidad de medidas urgentes

• Facultad del juez para realizar visitas de verificación

• Posibilidad de resolución colectiva cuando afecta a un grupo



Beneficios y Sustitutivos de la Pena

La LNEP establece diversos mecanismos para modificar la duración de la pena privativa de libertad o sustituirla por medidas 

menos restrictivas, siempre que se cumplan determinados requisitos. Estos beneficios responden al principio de reinserción 

social y a la progresividad del sistema penitenciario.

Sustitutivos de la Pena

Medidas alternativas a la prisión como 

libertad condicional, arresto domiciliario 

o monitoreo electrónico que permiten 

cumplir la sentencia fuera del centro 

penitenciario.

Reducción por Trabajo y Estudio

Mecanismos que permiten reducir la 

duración de la pena mediante la 

participación en programas de trabajo, 

capacitación y educación dentro del 

centro penitenciario.

Procedimiento de Obtención

Proceso legal supervisado por el Juez de 

Ejecución para evaluar el cumplimiento 

de requisitos y autorizar la concesión de 

beneficios, respetando el principio de 

reinserción social.



Redención de pena por trabajo y estudio

La LNEP reconoce el derecho de las personas privadas de libertad a que se les compute el tiempo de trabajo o estudio para efectos de la 

remisión parcial de la pena. Este beneficio permite reducir la duración efectiva de la pena privativa de libertad como reconocimiento al 

esfuerzo de la persona por participar en actividades de reinserción social.

Trabajo como eje de reinserción

El trabajo penitenciario es 

reconocido como un derecho y 

un medio para la reinserción 

social, según los artículos 15 y 91 

de la LNEP. La participación 

regular en actividades laborales 

es computada para la reducción 

de pena.

Educación y formación

Las actividades educativas y de 

formación también son 

consideradas para la remisión 

parcial de la pena. El sistema 

penitenciario debe ofrecer 

oportunidades de estudio en 

diferentes niveles académicos.

Actividades complementarias

La participación en actividades 

deportivas y culturales también 

contribuye a la remisión de 

pena y forma parte de los 

requisitos generales para 

acceder a este beneficio, junto 

con mantener buena conducta.

Procedimiento legal

Los artículos 137-139 de la LNEP 

establecen el procedimiento 

para solicitar y obtener la 

remisión parcial de la pena. Es 

necesario que la persona no 

esté sujeta a medidas 

disciplinarias graves y 

demuestre participación en 

programas de reinserción.



Cómputo de la remisión parcial de la pena

Por cada 2 días de trabajo

La persona privada de libertad que 

participe regularmente en 

actividades laborales podrá redimir 

un día de pena por cada dos días de 

trabajo efectivo.

Por cada 2 días de estudio

La participación en actividades 

educativas, desde alfabetización 

hasta estudios universitarios, permite 

redimir un día de pena por cada dos 

días de estudio.

Por actividades extraordinarias

La participación destacada en 

actividades artísticas, culturales, 

deportivas o de capacitación especial 

puede generar reducciones 

adicionales a criterio del Juez de 

Ejecución.

El cómputo de estos beneficios es acumulable, pero existen limitaciones para ciertos delitos graves conforme al 

artículo 139 de la LNEP.



Libertad condicionada y libertad anticipada

La Ley Nacional de Ejecución Penal (LNEP) contempla dos beneficios principales que permiten a las personas 

sentenciadas obtener su libertad antes de cumplir la totalidad de su condena:

Libertad condicionada (Arts. 136-140 LNEP)

Beneficio que permite a la persona sentenciada cumplir 

el resto de la pena en libertad, bajo ciertas condiciones 

y supervisión. Requisitos principales:

• Haber cumplido al menos el 50% de la pena 

impuesta

• Buena conducta durante el internamiento

• No tener proceso pendiente con pena privativa de 

libertad

• Contar con plan de actividades para la reinserción

• Haber reparado el daño o garantizar su reparación

Libertad anticipada (Arts. 141-143 LNEP)

Extinción de la pena de prisión y otorgamiento de 

libertad al sentenciado. Requisitos principales:

• Haber cumplido el 70% de la pena impuesta

• Buena conducta durante el internamiento

• Haber participado en actividades de reinserción 

social

• No tener proceso pendiente con pena privativa de 

libertad

• Haber cubierto la reparación del daño



Condiciones y supervisión

Residencia fija

La persona beneficiada debe mantener un 

domicilio determinado y notificar cualquier 

cambio.

Trabajo

Obligación de desempeñar una actividad 

lícita, estudiar o demostrar medios lícitos 

de subsistencia.

Presentaciones periódicas

Comparecer regularmente ante la 

autoridad supervisora designada por el 

Juez de Ejecución.

Restricciones

Prohibición de acudir a determinados 

lugares, aproximarse a víctimas o consumir 

sustancias prohibidas.

El incumplimiento de estas condiciones puede derivar en la revocación del beneficio y el reingreso al 

centro penitenciario para cumplir el resto de la pena (Art. 145 LNEP).



Sustitución de penas y medidas no privativas de libertad

La LNEP contempla diversas alternativas a la prisión que pueden aplicarse como sustitutivos de la pena 

privativa de libertad o como sanciones originales, dependiendo de las circunstancias del caso y del perfil 

de la persona sentenciada.

Fundamento legal

Artículos 144-157 de la LNEP, que establecen las bases para la aplicación de medidas no privativas 

de libertad, en concordancia con el artículo 18 constitucional que promueve formas alternativas de 

justicia.

Finalidad

Estas medidas buscan evitar los efectos negativos del encarcelamiento, facilitar la reinserción 

social, reducir la sobrepoblación penitenciaria y promover la justicia restaurativa, siempre 

garantizando la reparación del daño a las víctimas.



Principales medidas no privativas de libertad

Trabajo en favor de la comunidad

Prestación de servicios no remunerados en instituciones públicas, educativas, de asistencia social o en 

programas especialmente diseñados (Arts. 151-157 LNEP).

Reclusión domiciliaria

Restricción de la libertad de movimiento en el domicilio, con o sin monitoreo electrónico, aplicable 

especialmente a personas con condiciones especiales (Arts. 146-150 LNEP).

Tratamiento en libertad

Sometimiento a programas de rehabilitación, terapias o tratamientos específicos mientras la persona 

permanece en libertad (Arts. 161-164 LNEP).

Monitoreo electrónico

Vigilancia a través de dispositivos electrónicos que permiten ubicar a la persona y verificar el cumplimiento 

de restricciones de movilidad (Arts. 158-160 LNEP).



Análisis de requisitos, procedimiento y desafíos en la aplicación

Requisitos generales

• Primodelincuencia o delitos no graves

• Penas cortas de prisión (generalmente 

menores a 5 años)

• Evaluación favorable de riesgo

• Garantía de reparación del daño

• Arraigo social comprobable

• Consentimiento de la persona 

sentenciada

Procedimiento

La solicitud puede presentarse por el 

sentenciado, su defensor o el Ministerio 

Público. El Juez de Ejecución evalúa el 

cumplimiento de requisitos y resuelve en 

audiencia, estableciendo las condiciones 

específicas.

Desafíos en la aplicación

• Resistencia cultural y social a las 

alternativas a la prisión

• Insuficiencia de recursos para la 

supervisión efectiva

• Falta de programas comunitarios para la 

reinserción

• Criterios restrictivos de los jueces por 

temor a la reincidencia

• Limitaciones legales para ciertos delitos 

considerados graves



Estadísticas de aplicación de beneficios

Libertad condicionada: 15%

Porcentaje aproximado de personas 

privadas de libertad que acceden a 

este beneficio del total de solicitantes 

elegibles.

Libertad anticipada: 8%

Porcentaje aproximado de personas 

privadas de libertad que obtienen 

este beneficio del total de la 

población penitenciaria elegible.

Sustitutivos penales: 25%

Porcentaje aproximado de sentencias 

que incluyen alguna forma de 

sustitución de la pena privativa de 

libertad.

Estos datos reflejan los desafíos en la implementación efectiva de los beneficios y sustitutivos penales previstos en la 

LNEP, evidenciando la necesidad de fortalecer su aplicación para cumplir con los objetivos de reinserción social.



Regulación Internacional y Supranacional

El sistema de ejecución penal en México se encuentra influenciado y complementado por diversos instrumentos internacionales que 

establecen estándares mínimos para el tratamiento de las personas privadas de libertad y la protección de sus derechos humanos.

Instrumentos de la ONU

Las Reglas Mínimas para el Tratamiento de 

los Reclusos (Reglas Mandela) y otros 

instrumentos de Naciones Unidas 

establecen estándares internacionales que 

México ha incorporado a su sistema 

penitenciario.

Sistema Interamericano

La jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos ha 

influido significativamente en las reformas 

del sistema de ejecución penal mexicano, 

especialmente en materia de condiciones 

de detención.

Incorporación Normativa

México ha integrado los estándares 

internacionales a su marco jurídico nacional 

a través de reformas constitucionales y la 

promulgación de leyes específicas como la 

Ley Nacional de Ejecución Penal.



Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los 

Reclusos (Reglas Mandela)

Las Reglas Mandela, adoptadas por la Asamblea General de la ONU en 2015, constituyen el estándar internacional más actualizado y

completo sobre el tratamiento de las personas privadas de libertad. Representan una revisión de las Reglas Mínimas originales de

1955, incorporando avances en derechos humanos y ciencias penitenciarias.

Adopción Internacional

Aprobadas por la Asamblea 

General de la ONU en 2015, 

actualizan las Reglas Mínimas 

originales de 1955 para reflejar 

los avances en derechos 

humanos.

Estructura Integral

Constan de 122 reglas 

organizadas en dos partes 

principales: reglas de 

aplicación general y reglas 

aplicables a categorías 

especiales.

Principios Fundamentales

Establecen el respeto a la 

dignidad humana, prohibición 

de tortura, imparcialidad, 

protección de grupos 

vulnerables y reinserción social 

como objetivo central.

Legado de Mandela

Nombradas en honor a Nelson 

Mandela, quien pasó 27 años 

en prisión y defendió los 

derechos humanos y la 

dignidad de las personas 

privadas de libertad en todo el 

mundo.



Áreas reguladas por las Reglas Mandela

Condiciones de vida

Alojamiento, higiene, alimentación, ejercicio 

físico, servicios médicos y contacto con el 

mundo exterior.

Disciplina y sanciones

Procedimientos disciplinarios, proporcionalidad 

de sanciones y prohibición de tratos crueles.

Servicios médicos

Acceso a atención médica equivalente a la 

disponible en la comunidad y confidencialidad 

médica.

Personal penitenciario

Selección, capacitación, condiciones laborales y 

conducta profesional del personal.

Inspecciones

Mecanismos de inspección interna y externa 

para prevenir abusos y mejorar condiciones.

Categorías especiales

Disposiciones específicas para mujeres, 

menores, personas con discapacidad y otros 

grupos vulnerables.



Instrumentos internacionales de derechos humanos aplicables a la ejecución penal

Instrumentos generales

Declaración Universal de Derechos Humanos (1948)

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966)

Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969)

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes (1984)

Instrumentos específicos

Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas (Reglas de 

Bangkok, 2010)

Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos (1990)

Reglas Mínimas para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de 

Beijing, 1985)

Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de 

Libertad en las Américas (2008)



Impacto de los instrumentos internacionales en México

Incorporación al derecho interno

Tras la reforma constitucional de 2011, 

los tratados internacionales de derechos 

humanos tienen rango constitucional 

en México, lo que ha fortalecido su 

aplicación en el ámbito de la ejecución 

penal.

Armonización legislativa

La LNEP incorpora numerosos 

estándares internacionales, como el 

respeto a la dignidad humana, la 

prohibición de la tortura, la atención a 

grupos vulnerables y la judicialización 

de la ejecución penal.

Mecanismos de supervisión

México ha aceptado la competencia de 

diversos órganos internacionales para 

supervisar el cumplimiento de sus 

obligaciones en materia penitenciaria: 

Comité contra la Tortura de la ONU, 

Subcomité para la Prevención de la 

Tortura, Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos y Corte 

Interamericana de Derechos Humanos.



Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en materia 

penitenciaria

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha desarrollado una importante jurisprudencia en materia penitenciaria que 

resulta vinculante para México y ha influido significativamente en la evolución de su sistema de ejecución penal.

Estándares establecidos

La Corte IDH ha establecido obligaciones 

claras sobre condiciones dignas de 

detención, prevención de violencia 

intracarcelaria, prohibición absoluta de 

tortura y acceso a servicios médicos 

adecuados dentro de los centros 

penitenciarios.

Posición de garante del Estado

El Estado asume una posición especial de 

garante frente a las personas privadas de 

libertad, siendo responsable tanto por actos 

de sus agentes como por omisiones en la 

protección de los derechos fundamentales 

de los reclusos.

Obligaciones de investigación y reparación

Existe un deber de investigar violaciones a 

derechos humanos en centros penitenciarios 

y la obligación de reparar integralmente a las 

víctimas, garantizando la no repetición de los 

hechos violatorios.



Casos emblemáticos contra México

Caso Cabrera García y Montiel 

Flores (2010)

Estableció estándares sobre 

prevención y sanción de la 

tortura durante la detención 

y el proceso penal, 

incluyendo la regla de 

exclusión de pruebas 

obtenidas bajo coacción.

Caso García Cruz y Sánchez 

Silvestre (2013)

Abordó violaciones al debido 

proceso y condiciones de 

detención, estableciendo la 

obligación de México de 

adecuar su sistema 

penitenciario a estándares 

internacionales.

Caso Mujeres Víctimas de 

Tortura Sexual en Atenco (2018)

Desarrolló estándares sobre 

prevención y sanción de la 

violencia sexual como forma 

de tortura en contextos de 

detención.

Estos casos han generado importantes reformas en el sistema penitenciario mexicano y han contribuido 

a la evolución de la jurisprudencia interamericana en la materia.



Conclusiones: Marco Normativo de la Ejecución Penal en México

1 Evolución garantista

El marco normativo de la ejecución penal en México ha experimentado una evolución hacia un enfoque 

garantista, centrado en el respeto a los derechos humanos y la reinserción social como finalidad de la pena, 

alejándose del paradigma punitivo tradicional.

2 Judicialización

La judicialización de la ejecución penal, con la creación de jueces especializados, representa uno de los 

avances más significativos al establecer un control judicial efectivo sobre las condiciones de internamiento y 

la duración de las penas.

3 Armonización internacional

La LNEP ha incorporado estándares internacionales de derechos humanos, armonizando el sistema 

penitenciario mexicano con las obligaciones derivadas de tratados y la jurisprudencia internacional, 

especialmente del Sistema Interamericano.



Conclusiones (continuación)

Desafíos de implementación

Persisten importantes desafíos en la 

implementación efectiva del marco 

normativo, incluyendo la 

sobrepoblación penitenciaria, la 

insuficiencia de recursos, la 

corrupción y la resistencia cultural al 

cambio de paradigma.

Beneficios preliberacionales

El sistema de beneficios y sustitutivos 

penales representa una oportunidad 

para racionalizar el uso de la prisión y 

promover la reinserción social, 

aunque su aplicación sigue siendo 

limitada por diversos factores legales 

y prácticos.

Perspectiva de derechos

La consolidación de una perspectiva 

de derechos humanos en la 

ejecución penal requiere no solo 

reformas normativas, sino también 

transformaciones institucionales, 

culturales y sociales que permitan 

superar la visión meramente punitiva 

del sistema penal.



Puntos conclusivos

Fundamento constitucional

El artículo 18 constitucional establece las 

bases del sistema penitenciario mexicano, 

orientado hacia la reinserción social y el 

respeto a los derechos humanos.

Marco legal especializado

La LNEP proporciona un marco normativo 

integral y especializado que regula todos 

los aspectos de la ejecución penal en 

México.

Control judicial

La figura del Juez de Ejecución 

garantiza la legalidad y el respeto a los 

derechos humanos durante la ejecución 

de las sanciones penales.

Alternativas a la prisión

El sistema contempla diversos beneficios 

y sustitutivos que permiten racionalizar el 

uso de la prisión y favorecer la reinserción 

social.

Estándares internacionales

Los instrumentos internacionales 

complementan y fortalecen el marco 

normativo nacional, estableciendo 

estándares mínimos de protección.

Retos pendientes

La implementación efectiva del marco 

normativo enfrenta desafíos 

estructurales, institucionales y 

culturales que requieren atención 

prioritaria.
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Observaciones Generales de la Unidad

Esta unidad aborda las complejidades del sistema penitenciario mexicano desde una perspectiva crítica y analítica:

Marco Normativo vs. Realidad

A pesar de contar con un marco 

normativo avanzado desde la 

promulgación de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal en 2016, persiste una 

brecha considerable entre la 

legislación y su implementación 

práctica.

Desafíos para la Reinserción

La ejecución penal en México enfrenta 

desafíos significativos que 

comprometen su eficacia como 

instrumento de reinserción social, 

limitando el cumplimiento de los 

objetivos constitucionales de la pena.

Análisis Crítico

Examinaremos tanto los aspectos

normativos como las realidades 

operativas que determinan la 

experiencia de las personas privadas 

de libertad y los obstáculos para lograr 

un sistema de ejecución penal 

efectivo.



Objetivo de la Unidad

Analizar los desafíos y problemáticas actuales en la aplicación de la Ley Nacional de Ejecución Penal, identificando las deficiencias del 

sistema y sus impactos en la reinserción social y el respeto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad.

Perspectiva Jurídica

Examinaremos el marco normativo de la 

ejecución penal en México, analizando las 

disposiciones de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal y su aplicación efectiva en 

el sistema penitenciario.

Perspectiva Sociológica

Evaluaremos las condiciones sociales 

dentro del sistema penitenciario mexicano 

y su impacto en la efectividad de los 

programas de reinserción social de las 

personas privadas de libertad.

Perspectiva de Derechos Humanos

Abordaremos el respeto a la dignidad y 

derechos fundamentales de las personas 

privadas de libertad, identificando los 

desafíos para garantizar condiciones dignas 

de reclusión.



El Régimen Penitenciario

El régimen penitenciario constituye el conjunto de normas, condiciones y medidas que determinan la organización y 

funcionamiento de los centros penitenciarios. Su correcta implementación es fundamental para garantizar tanto la 

seguridad como la dignidad de las personas privadas de libertad.

Normas y Reglamentos

El marco normativo que establece las 

bases de operación, convivencia y 

procedimientos dentro de los centros 

penitenciarios.

Condiciones y Estructura

Las instalaciones, servicios y 

condiciones materiales que 

conforman el entorno donde las 

personas privadas de libertad 

cumplen sus sentencias.

Seguridad y Dignidad

El equilibrio necesario entre las 

medidas de control y seguridad, y el 

respeto a los derechos humanos y 

dignidad de las personas internas.



Clasificación Penitenciaria

Criterios de Clasificación

La Ley Nacional de Ejecución 

Penal establece criterios 

objetivos para la clasificación, 

incluyendo situación jurídica, 

género, edad, condiciones de 

salud, entre otros.

Implicaciones Prácticas

La clasificación determina el 

régimen de vigilancia, las 

actividades y los programas 

de reinserción aplicables a 

cada persona.

Problemáticas Actuales

Deficiencias en la aplicación 

de criterios técnicos, 

clasificaciones arbitrarias y 

falta de revisiones periódicas 

que afectan el proceso de 

reinserción.



Implicaciones de la Clasificación Penitenciaria

Aspectos Positivos

La clasificación penitenciaria adecuada:

• Facilita la individualización del tratamiento

• Contribuye a la seguridad institucional

• Permite la asignación eficiente de recursos

• Reduce conflictos entre poblaciones 

incompatibles

Aspectos Negativos

Los riesgos de la clasificación incluyen:

• Puede generar estigmatización

• Riesgo de clasificaciones subjetivas

• Limitación de acceso a programas

• Posible segregación injustificada



Derechos y Obligaciones de las Personas Internas

Derechos Fundamentales

Dignidad, salud, alimentación, 

educación, trabajo, comunicación 

con el exterior, debido proceso en 

procedimientos disciplinarios y 

acceso a la justicia.

Derechos Específicos

Visita íntima, actividades recreativas, 

libertad religiosa, protección contra 

tortura y malos tratos, y participación 

en actividades de reinserción social.

Obligaciones

Respeto a normativas internas, 

participación en actividades de 

reinserción, mantenimiento de 

higiene personal y de espacios 

comunes, y conducta apropiada.

La Ley Nacional de Ejecución Penal establece un catálogo amplio de derechos que deben ser garantizados 

independientemente de la situación jurídica de la persona.



Brecha entre Normativa y Realidad

Marco Normativo

A pesar del amplio reconocimiento 

formal de derechos en la 

legislación mexicana, existe una 

brecha significativa entre lo que 

establece la ley y su 

implementación práctica en los 

centros penitenciarios.

Obstáculos Sistémicos

Factores como la sobrepoblación, 

la insuficiencia presupuestaria y la 

corrupción limitan severamente el 

ejercicio efectivo de estos derechos 

en el sistema penitenciario 

mexicano.

Impacto en Personas Internas

Las personas privadas de libertad 

enfrentan obstáculos sistemáticos 

para acceder a servicios básicos 

como atención médica adecuada, 

alimentación nutritiva y programas 

educativos de calidad.



Régimen Disciplinario y Uso de la Fuerza

Infracciones

Clasificadas en graves y no graves según la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, con tipificación 

específica para evitar arbitrariedades.

Procedimiento

Debe respetar garantías del debido proceso: 

notificación, audiencia, derecho a defensa y 

resolución fundada y motivada.

Sanciones

Proporcionales a la infracción, con prohibición 

expresa de tratos crueles o degradantes como el 

aislamiento prolongado.

Uso de la Fuerza

Regulado por principios de necesidad, 

proporcionalidad, racionalidad y respeto a 

derechos humanos.



Problemáticas del Régimen Disciplinario

Aplicación discrecional de 
sanciones

Inconsistencias en la 

aplicación de medidas 

disciplinarias que generan 

inequidad en el trato a las 

personas internas.

Uso excesivo de aislamiento

Implementación 

desproporcionada del 

aislamiento como sanción, 

afectando la salud mental y 

física de las personas privadas 

de libertad.

Falta de mecanismos de denuncia

Ausencia o ineficacia de 

canales seguros para reportar 

abusos o violaciones a 

derechos dentro del sistema 

penitenciario.

Ausencia de supervisión judicial

Deficiencia en el control y revisión judicial de las 

sanciones impuestas por autoridades 

penitenciarias.

Represalias por denuncias

Consecuencias negativas que enfrentan las 

personas internas cuando reportan 

irregularidades o abusos en el régimen 

disciplinario.



Servicios en Centros Penitenciarios

Salud

Derecho a atención médica preventiva y 

curativa, incluyendo servicios 

especializados y atención a la salud mental. 

Persisten deficiencias en infraestructura, 

personal y medicamentos.

Educación

Programas educativos desde alfabetización 

hasta nivel superior, con reconocimiento 

oficial. La cobertura es insuficiente y la 

calidad variable entre centros.

Trabajo

Actividades laborales remuneradas y 

capacitación para el trabajo. Limitadas 

oportunidades y frecuentemente no 

alineadas con demandas del mercado 

laboral.

Deporte

Actividades físicas y recreativas como parte 

del programa de reinserción. 

Infraestructura inadecuada y programas 

inconsistentes en muchos centros.



Poblaciones Específicas en la Ejecución Penal

El sistema penitenciario debe reconocer la diversidad de la población privada de libertad y adaptar sus protocolos y 

servicios para atender necesidades específicas.

Personas Indígenas

Requieren respeto a su 

identidad cultural, acceso a 

intérpretes y consideración 

de sistemas normativos 

propios.

Adultos Mayores

Necesitan atención médica 

especializada, instalaciones 

accesibles y 

consideraciones por 

vulnerabilidad etaria.

Mujeres

Demandan atención a 

necesidades específicas de 

género, maternidad y 

prevención de violencia.

Población LGBTTTIQ+

Precisan protocolos contra 

discriminación, respeto a 

identidad de género y 

prevención de violencia.

Garantizar la igualdad sustantiva y el respeto a la dignidad de todas las personas exige tratamientos diferenciados 

según las características y necesidades particulares.



Mujeres en Reclusión

Las mujeres privadas de libertad enfrentan desafíos particulares que requieren atención especializada dentro del sistema penitenciario.

Infraestructura Inadecuada

Centros penitenciarios diseñados 

originalmente para población masculina que 

no consideran las necesidades específicas de 

las mujeres.

Servicios de Salud Insuficientes

Carencia de atención médica especializada 

para necesidades ginecológicas, reproductivas 

y de salud mental específicas de las mujeres.

Maternidad en Reclusión

Desafíos relacionados con el embarazo, crianza 

y separación de hijos e hijas nacidos durante el 

periodo de reclusión.

Marco Normativo

Además de la Ley Nacional de Ejecución Penal, aplican las Reglas de Bangkok de la ONU y la jurisprudencia de la Corte Interamericana sobre 

derechos de mujeres privadas de libertad. La legislación mexicana reconoce necesidades específicas pero su implementación es deficiente en la 

mayoría de los centros.



Adolescentes y Adultos Mayores

Adolescentes

Regulados por la Ley 

Nacional del Sistema Integral 

de Justicia Penal para 

Adolescentes. Requieren 

centros especializados con 

enfoque educativo y 

restaurativo, separados de 

adultos.

Adultos Mayores

Necesidades específicas de 

salud, accesibilidad y 

programas adaptados. La ley 

prevé consideraciones 

especiales para beneficios 

preliberacionales pero su 

aplicación es limitada.

Personas con Discapacidad

Derecho a ajustes razonables 

en infraestructura, 

procedimientos y programas. 

Persisten barreras físicas y 

actitudinales que limitan su 

participación plena.



Personas Indígenas y su Acceso a la Justicia

La situación de las personas indígenas en el sistema penitenciario mexicano presenta tanto derechos reconocidos como 

desafíos importantes en su implementación.

Derechos Específicos

• Intérprete y traductor en su lengua

• Respeto a sistemas normativos propios

• Consideración de contexto cultural

• Ubicación cercana a su comunidad

• Preservación de identidad cultural

Barreras Persistentes

A pesar del reconocimiento formal de derechos, las personas 

indígenas enfrentan discriminación sistemática, falta de 

intérpretes calificados, incomprensión cultural del sistema 

judicial y alejamiento de sus comunidades.

La aplicación del enfoque intercultural en la ejecución penal 

sigue siendo una asignatura pendiente en el sistema 

penitenciario mexicano.



Población LGBTTTIQ+

1

Vulnerabilidades Específicas

Mayor exposición a violencia, 

discriminación y abusos tanto por parte 

de otras personas privadas de libertad 

como del personal penitenciario.

2

Reconocimiento de Identidad

Derecho al respeto de la identidad y 

expresión de género, incluyendo uso de 

nombre social y acceso a tratamientos 

hormonales para personas trans.

3

Ubicación y Clasificación

Dilemas sobre ubicación en centros 

varoniles o femeniles para personas trans, 

con criterios inconsistentes entre 

diferentes jurisdicciones.

4

Avances Jurisprudenciales

Resoluciones de la SCJN han reconocido 

derechos específicos, pero su 

implementación efectiva sigue siendo 

limitada en la mayoría de los centros.



Criterios de Actuación y Atención Diferenciada

Identificación

Protocolos para identificar 

necesidades específicas desde el 

ingreso, con evaluaciones 

multidisciplinarias que 

consideren factores de 

vulnerabilidad.

Clasificación Adecuada

Asignación a espacios y 

regímenes que consideren 

necesidades particulares y 

factores de riesgo, evitando 

segregación injustificada.

Programas Específicos

Desarrollo de intervenciones 

adaptadas a características 

culturales, etarias, de género y 

otras condiciones relevantes.

Monitoreo Continuo

Seguimiento periódico de la situación de grupos 

vulnerables con participación de organismos 

especializados internos y externos.

Capacitación del Personal

Formación especializada para funcionarios 

penitenciarios en derechos humanos, perspectiva 

de género, interculturalidad y atención a la 

diversidad.



Problemáticas del Sistema Penitenciario Mexicano

El sistema penitenciario mexicano enfrenta múltiples desafíos que comprometen su función constitucional de reinserción 

social y el respeto a los derechos humanos:

Hacinamiento

Sobrepoblación crítica en centros 

penitenciarios que imposibilita 

condiciones dignas y el acceso a 

servicios básicos.

Autogobierno

Pérdida del control institucional que 

favorece la violencia, extorsión y el 

control de actividades ilícitas dentro de 

los centros.

Personal Insuficiente

Déficit en la cantidad y calificación del 

personal penitenciario, afectando la 

seguridad y los programas de atención.

Estas problemáticas estructurales y operativas representan obstáculos significativos para cumplir el mandato constitucional de 

un sistema orientado a la reinserción social efectiva.



Hacinamiento y Sobrepoblación

33% de Sobrepoblación Nacional

Porcentaje promedio de 

sobrepoblación en centros 

penitenciarios federales y estatales, 

con variaciones significativas entre 

entidades.

200% en Casos Extremos

Algunos centros estatales superan 

el 200% de su capacidad instalada, 

generando condiciones de 

hacinamiento crítico.

40% en Prisión Preventiva

Porcentaje aproximado de 

personas en prisión preventiva, 

contribuyendo significativamente 

al problema de sobrepoblación.

El hacinamiento impacta negativamente en todos los aspectos de la vida en reclusión: desde el acceso a 

servicios básicos hasta la seguridad y la implementación de programas de reinserción.



Consecuencias del Hacinamiento

Impactos Directos

• Deterioro de condiciones sanitarias

• Mayor incidencia de violencia

• Reducción de espacios para actividades

• Sobrecarga de servicios básicos

• Dificultad para clasificación adecuada

Respuestas Jurídicas

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el 

hacinamiento constituye en sí mismo un trato cruel, inhumano y 

degradante, contrario a la Convención Americana.

Diversos jueces de ejecución han emitido resoluciones ordenando 

medidas para reducir la sobrepoblación, aunque su cumplimiento ha 

sido limitado.



Violencia, Autogobierno y Corrupción

Debilidad Institucional

Insuficiencia de personal, 

capacitación deficiente y 

recursos limitados que reducen 

la capacidad de control efectivo 

por las autoridades.

Autogobierno

Grupos de poder interno que 

asumen funciones de control, 

distribución de espacios y 

recursos, y administración de 

actividades ilícitas.

Corrupción

Redes de complicidad entre 

autoridades y personas 

privadas de libertad que 

facilitan el ingreso de objetos 

prohibidos y el otorgamiento 

irregular de beneficios.

Violencia

Extorsión, agresiones físicas, 

homicidios y otros actos 

violentos como mecanismos de 

control y resolución de 

conflictos en ausencia de 

autoridad legítima.



Manifestaciones del Autogobierno

Control territorial

Control de áreas específicas por 

grupos de internos, 

estableciendo zonas de 

influencia dentro del centro 

penitenciario.

Extorsión sistemática

Cobros ilegales por servicios 

básicos que deberían ser 

gratuitos, como acceso a agua, 

comida o protección.

Distribución de espacios

Asignación de celdas por 

líderes internos, determinando 

quién ocupa los mejores 

espacios según jerarquía o 

pagos.

Economía paralela

Administración de negocios ilícitos como venta de 

drogas, alcohol, o servicios no autorizados dentro 

del penal.

Sistema disciplinario informal

Imposición de sanciones paralelas al régimen 

oficial, incluyendo castigos físicos o restricciones 

impuestas por otros internos.

La CNDH ha documentado condiciones de autogobierno en aproximadamente el 60% de los centros 

penitenciarios evaluados en su Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria.



Insuficiencia de Personal y Capacitación

Ratio Custodio/Internos

Proporción promedio de 1:15 de 

personal de seguridad por personas 

privadas de libertad, muy por debajo 

de estándares internacionales que 

recomiendan 1:5.

Déficit de Personal Técnico

40% estimado de falta de 

profesionales en áreas como 

psicología, trabajo social, medicina y 

educación respecto a las necesidades 

reales.

Personal sin Capacitación

Aproximadamente un tercio del 

personal penitenciario no ha recibido 

capacitación especializada en 

derechos humanos y gestión 

penitenciaria.

La profesionalización del personal penitenciario es un elemento clave para la transformación del sistema, pero 

enfrenta obstáculos como bajos salarios, condiciones laborales precarias y riesgos de seguridad.



Déficit en Programas de Reinserción

Factores Limitantes

Insuficiencia presupuestaria crónica y 

falta de personal especializado, junto 

con infraestructura inadecuada que 

obstaculiza los esfuerzos de reinserción.

Existe una priorización de la seguridad 

sobre los programas de rehabilitación y 

una desconexión notable con las 

políticas post-penitenciarias.

Impactos

La deficiencia en programas efectivos de 

reinserción contribuye a altas tasas de 

reincidencia, estimadas entre 40% y 60% 

según diversos estudios.

La falta de continuidad entre programas 

intramuros y apoyo post-liberación crea 

una brecha crítica que dificulta la 

reintegración social efectiva.

Brecha de Continuidad

Los programas intramuros carecen de 

conexión con servicios de apoyo tras la 

liberación, dejando a las personas 

liberadas sin herramientas suficientes 

para enfrentar los desafíos de la 

reintegración.



Cobertura de Programas de Reinserción

Educación - 30%

Porcentaje aproximado 

de población 

penitenciaria que 

participa en programas 

educativos formales, con 

mayor concentración en 

niveles básicos.

Trabajo - 25%

Proporción de personas 

privadas de libertad que 

acceden a actividades 

laborales remuneradas y 

formalmente 

reconocidas.

Capacitación - 15%

Porcentaje que recibe 

formación técnica 

certificada con potencial 

de empleabilidad post-

liberación.

Tratamiento Adicciones -

20%

Cobertura de programas 

especializados para 

tratamiento de 

adicciones, a pesar de 

que más del 60% reporta 

consumo problemático.



Litigación en Ejecución Penal

La reforma constitucional de 2008 y la Ley Nacional de Ejecución Penal transformaron la ejecución de sanciones de 

una fase administrativa a una jurisdiccional, creando nuevos espacios de litigación y defensa de derechos.

Reforma Constitucional 2008

Estableció las bases para transformar 

el sistema de justicia penal mexicano, 

incluyendo la fase de ejecución de 

sanciones.

Jurisdiccionalización

Se transformó la ejecución penal de 

un proceso administrativo a uno 

jurisdiccional con garantías 

procesales y derechos defendibles.

Litigación Especializada

Surgieron nuevos espacios para la 

defensa técnica de derechos de 

personas privadas de libertad 

durante la ejecución de su sentencia.



Incidentes de Ejecución

Controversias sobre Condiciones

Procedimientos para impugnar violaciones a 

derechos relacionados con condiciones de 

internamiento, servicios, régimen disciplinario 

y clasificación.

Beneficios Preliberacionales

Solicitudes de libertad anticipada, libertad 

condicionada, sustitución de pena y otros 

beneficios previstos en la ley.

Traslados

Peticiones o impugnaciones relacionadas con 

el traslado a otros centros penitenciarios, ya 

sea por razones de seguridad, acercamiento 

familiar u otras.

Duración y Modificación

Controversias sobre el cómputo de la pena, 

aplicación de leyes más favorables, 

acumulación de penas y otros aspectos que 

afectan su duración.



Procedimiento de los Incidentes

1Petición

Presentación de solicitud por la persona sentenciada, 

su defensor, el Ministerio Público o autoridad 

penitenciaria según el tipo de incidente.
2 Admisión

El juez analiza requisitos formales y admite a trámite, 

pudiendo solicitar informes o dictámenes a 

autoridades penitenciarias.3Audiencia

Celebración de audiencia con principios de 

publicidad, contradicción, concentración, 

continuidad e inmediación, donde las partes 

presentan argumentos y pruebas.

4 Resolución

El juez emite resolución fundada y motivada, 

estableciendo en su caso las condiciones y términos 

para su cumplimiento.5Recursos

Posibilidad de interponer recurso de apelación contra 

la resolución, con efectos suspensivos en ciertos 

casos.



El Amparo en la Ejecución Penal

Amparo Indirecto

Procede contra resoluciones definitivas del 

juez de ejecución y contra actos de 

autoridades penitenciarias que violen 

derechos.

Competencia exclusiva de juzgados de 

distrito en materia penal, con posibilidad de 

suspensión disponible tras análisis de 

apariencia del buen derecho.

Criterios Relevantes

La jurisprudencia ha establecido que en 

materia de ejecución penal debe privilegiarse 

la interpretación más favorable a la persona 

privada de libertad.

La SCJN ha resuelto que ciertos actos de 

autoridades penitenciarias pueden 

impugnarse directamente vía amparo sin 

agotar el incidente ante juez de ejecución 

cuando impliquen riesgo a la integridad.

Proceso de Amparo

El juicio de amparo constituye una 

herramienta fundamental para defender los 

derechos de personas privadas de libertad 

cuando se han agotado las vías ordinarias.

Permite la revisión constitucional de actos y 

resoluciones que afectan los derechos 

fundamentales durante la ejecución de la 

pena.



Tesis Jurisprudenciales Relevantes

Beneficios Preliberacionales

"BENEFICIOS PRELIBERACIONALES. LA 

NEGATIVA DE CONCEDERLOS POR 

RAZONES DE SEGURIDAD PÚBLICA 

DEBE ESTAR DEBIDAMENTE FUNDADA 

Y MOTIVADA, SIN QUE BASTE LA SOLA 

REFERENCIA A LA GRAVEDAD DEL 

DELITO." (Tesis: 1a./J. 16/2018, 10a. Época). 

La Primera Sala estableció que las 

autoridades deben realizar un análisis 

individualizado del caso, considerando 

informes técnico-progresivos 

actualizados y factores de reincidencia 

específicos, no pudiendo basarse 

únicamente en el tipo de delito 

cometido.

Derecho a la Salud

"DERECHO A LA SALUD DE LAS 

PERSONAS INTERNAS EN UN CENTRO 

DE RECLUSIÓN. ACCIONES QUE EL 

JUEZ DE EJECUCIÓN DEBE REALIZAR 

PARA GARANTIZAR SU PROTECCIÓN." 

(Tesis: PC.I.P. J/1 P, 10a. Época). 

Determina que el juez debe ordenar 

evaluaciones médicas independientes, 

supervisar el cumplimiento del 

tratamiento prescrito y, en casos graves, 

autorizar la atención médica externa o 

incluso modalidades de reclusión 

compatibles con el tratamiento, como 

la prisión domiciliaria cuando los 

centros carezcan de instalaciones 

adecuadas.

Traslados Penitenciarios

"TRASLADO DE INTERNOS DE UN 

CENTRO PENITENCIARIO A OTRO. LA 

AUTORIZACIÓN DEBE CUMPLIR CON 

EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY NACIONAL 

DE EJECUCIÓN PENAL Y PUEDE SER 

IMPUGNADA MEDIANTE EL JUICIO DE 

AMPARO INDIRECTO." (Tesis: 1a./J. 

58/2019, 10a. Época). Establece que los 

traslados involuntarios deben estar 

debidamente justificados, notificados 

previamente y sujetos a control judicial, 

garantizando que no se utilicen como 

forma de castigo encubierto o 

represalia contra la persona privada de 

libertad.



Tesis Jurisprudenciales en Ejecución Penal

Traslados Penitenciarios

"TRASLADOS PENITENCIARIOS. LOS ACTOS 

QUE IMPLIQUEN UNA AFECTACIÓN A LOS 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS 

INTERNOS DEBEN SER ANALIZADOS POR EL 

JUEZ DE EJECUCIÓN A LA LUZ DEL 

PRINCIPIO PRO PERSONA." (Tesis: 1a./J. 

58/2016, 10a. Época). La Corte estableció que 

los traslados involuntarios requieren 

autorización judicial previa, salvo casos de 

emergencia. El juez debe considerar la 

cercanía familiar, condiciones del nuevo 

centro y continuidad de los programas de 

reinserción.

Función del Juez de Ejecución

El juez de ejecución actúa como garante de 

los derechos de las personas privadas de 

libertad, limitando la discrecionalidad de las 

autoridades penitenciarias. La jurisprudencia 

ha reforzado su papel como figura clave que 

supervisa las condiciones de reclusión y 

verifica el cumplimiento de la normativa 

aplicable.

Litigación Estratégica

Los criterios jurisprudenciales constituyen 

herramientas fundamentales para la 

litigación estratégica en materia de ejecución 

penal. Su correcta invocación durante la 

tramitación de incidentes y juicios de amparo 

puede resultar determinante para la 

protección efectiva de los derechos de las 

personas privadas de libertad.

Estas tesis de la SCJN y tribunales colegiados han ampliado progresivamente la protección de derechos en el contexto de ejecución penal. Su aplicación 

ha generado cambios significativos en las prácticas penitenciarias, estableciendo límites al margen de discrecionalidad de las autoridades y reforzando el 

papel del juez de ejecución como garante de los derechos de las personas privadas de libertad. Estos criterios son fundamentales para la litigación 

estratégica en materia de ejecución y deben ser invocados durante la tramitación de incidentes y juicios de amparo.



Estrategias de Defensa en Ejecución Penal

Investigación

Recopilación exhaustiva de 

información sobre 

condiciones de 

internamiento, expediente 

único, estudios técnicos y 

antecedentes relevantes.

Documentación

Obtención de constancias de 

participación en actividades, 

certificados educativos, 

evaluaciones médicas y otros 

documentos probatorios.

Argumentación

Desarrollo de argumentos 

basados en derechos 

humanos, principios 

constitucionales y estándares 

internacionales aplicables a 

la ejecución penal.

Litigación

Presentación efectiva en audiencias, interrogatorio estratégico de testigos y peritos, y refutación de 

argumentos de la contraparte.



Desafíos en la Defensa durante Ejecución

Obstáculos Frecuentes

• Acceso limitado a personas privadas de libertad

• Dificultad para obtener información de autoridades

• Resistencia judicial a criterios progresistas

• Estigmatización social de personas sentenciadas

• Recursos limitados para defensorías públicas

Buenas Prácticas

El litigio estratégico ha demostrado ser efectivo para generar 

precedentes que beneficien a grupos más amplios de personas 

privadas de libertad.

La colaboración con organizaciones de la sociedad civil especializadas 

en derechos humanos puede fortalecer la defensa mediante 

informes especializados, amicus curiae y visibilización pública.



Análisis de Caso: Beneficios Preliberacionales

Evaluación de Elegibilidad

Verificación de requisitos 

temporales (porcentaje de 

pena cumplida) y condiciones 

específicas según el beneficio 

solicitado.

Construcción del Expediente

Recopilación de constancias 

de buena conducta, 

participación en actividades, 

evaluación de riesgo favorable 

y plan de actividades post-

liberación.

Presentación de Solicitud

Formulación de petición 

fundamentada en 

disposiciones legales 

aplicables y jurisprudencia 

favorable, con énfasis en 

reinserción social.

Preparación para Audiencia

Anticipación de argumentos de oposición del 

Ministerio Público y preparación de refutaciones 

basadas en evidencia y criterios judiciales.

Seguimiento Post-Resolución

En caso favorable, vigilancia del cumplimiento 

de condiciones; en caso desfavorable, análisis de 

viabilidad de apelación o amparo.



Conclusiones

Marco normativo vs. realidad

Existe una brecha significativa 

entre la legislación avanzada en 

materia de ejecución penal y las 

condiciones reales que enfrentan 

las personas privadas de libertad.

Deficiencias operativas

El sistema penitenciario mexicano 

enfrenta problemas estructurales 

como hacinamiento, falta de 

personal capacitado y recursos 

insuficientes para programas de 

reinserción.

Desafíos para la justicia

La efectiva implementación de los 

derechos en ejecución penal 

requiere fortalecer mecanismos 

de supervisión, capacitación y 

asignación adecuada de recursos.



Conclusiones: 

1 Brecha Implementación-Legislación

A pesar de contar con un marco normativo progresista en la Ley Nacional de Ejecución Penal, 

persisten deficiencias estructurales que impiden su plena implementación, comprometiendo los 

objetivos constitucionales de la pena.

2 Crisis Estructural

El sistema penitenciario mexicano enfrenta una crisis estructural caracterizada por hacinamiento, 

violencia, autogobierno y déficit en programas de reinserción, que requiere intervenciones integrales 

y sostenidas.

3 Poblaciones Vulnerables

Las necesidades específicas de grupos como mujeres, personas indígenas, población LGBTTTIQ+ y 

personas con discapacidad siguen siendo insuficientemente atendidas, perpetuando patrones de 

discriminación.



Judicialización como Avance

La judicialización de la 

ejecución penal representa 

un avance significativo al 

establecer controles 

jurisdiccionales sobre las 

condiciones de 

internamiento y la duración 

de las penas, aunque su 

eficacia sigue siendo 

limitada.

Litigio Estratégico

El litigio estratégico en 

materia de ejecución penal 

ha generado precedentes 

importantes que 

gradualmente transforman 

prácticas institucionales, 

especialmente a través del 

juicio de amparo.

Necesidad de Enfoque Integral

La transformación efectiva 

del sistema requiere un 

enfoque integral que 

combine reformas 

legislativas, fortalecimiento 

institucional, asignación 

presupuestaria adecuada y 

cambio cultural en la 

percepción social de las 

personas privadas de 

libertad.



Cuarta Unidad

Política Criminológica y 

Proyectos de Reinserción Social



Índice de la Unidad

Fundamentos de la Criminología 

y Política Criminológica

• Concepto y objeto de 

estudio de la Criminología

• Principales corrientes 

criminológicas

• Concepto y objetivos de la 

política criminológica

Política Criminal y Ejecución 

Penal

• La pena privativa de 

libertad como última ratio

• Medidas alternativas a la 

prisión y su impacto

• Desafíos de la 

desprisionalización

Programas de Reinserción Social

• Modelos teóricos y 

prácticos de intervención

• Evaluación de la eficacia 

de los programas

• Justicia restaurativa como 

alternativa

• Papel de la sociedad civil e 

instituciones



Retos y Observaciones de la Política Criminológica

Retos y Propuestas para el Futuro

Necesidad de una política

criminológica integral y modelos 

de gestión penitenciaria 

innovadores. Fortalecimiento de 

la figura del Juez de Ejecución y 

proyectos de reforma y 

adecuación normativa.

Observaciones Generales de la Unidad

Análisis del contexto actual del 

sistema penitenciario mexicano, 

marco jurídico aplicable y 

estadísticas relevantes para 

comprender la situación actual.

Conclusiones

Seis puntos conclusivos sobre 

política criminológica y 

reinserción social, acompañados 

de reflexiones finales sobre el 

tema.



Observaciones Generales de la Unidad

Esta unidad aborda la compleja relación entre la política criminológica y el sistema de ejecución penal en México, con 

especial énfasis en los proyectos de reinserción social.

Marco Jurídico Fundamental

El análisis se enmarca en la 

Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos (Art. 18) que 

establece los principios 

fundamentales del sistema 

penitenciario mexicano.

Ley Nacional de Ejecución Penal

La legislación especializada que 

regula detalladamente los procesos 

de ejecución penal y establece la 

reinserción social como objetivo 

primordial del sistema.

Proyectos de Reinserción

Análisis de la eficacia de los diversos 

programas implementados para 

lograr la efectiva reintegración de las 

personas privadas de libertad a la 

sociedad.



Observaciones Generales de la Unidad

El sistema penitenciario mexicano enfrenta desafíos significativos:

Sobrepoblación

211,169 personas privadas de 

libertad en 2023, mientras que la 

capacidad instalada es para 

apenas 170,772 personas.

Reincidencia

Tasa de reincidencia aproximada 

del 44%, lo que indica 

deficiencias en los programas 

actuales de reinserción social.

Déficit Presupuestario

Escasez de recursos económicos 

destinados a la implementación 

efectiva de programas de 

reinserción social.



Observaciones Generales de la Unidad

La reforma constitucional de 2008 y la Ley Nacional de Ejecución Penal de 2016 representan avances significativos en 

materia de reinserción social, estableciendo:

Respeto a los Derechos Humanos

Base fundamental del sistema 

penitenciario mexicano según la 

reforma constitucional de 2008, 

garantizando la dignidad de las 

personas privadas de libertad.

Cinco Ejes de Reinserción

El sistema se estructura en cinco 

pilares fundamentales: trabajo, 

capacitación, educación, salud y 

deporte como vías para la efectiva 

reintegración social.

Juez de Ejecución

Figura establecida como garante de 

los derechos de las personas privadas 

de libertad, supervisando el 

cumplimiento de las condiciones 

legales durante la ejecución de la 

pena.



Fundamentos de la Criminología y Política Criminológica

Concepto y objeto de estudio de la Criminología

La Criminología es una ciencia empírica e interdisciplinaria que estudia los siguientes elementos:

El delito como fenómeno

Estudio del delito desde 

perspectivas sociales e 

individuales, analizando 

patrones y causas 

subyacentes.

El delincuente

Análisis de las 

características 

biopsicosociales de los 

individuos que cometen 

actos delictivos.

La víctima

Investigación de los 

procesos de victimización y 

sus efectos en las personas 

afectadas por el delito.

Control social

Estudio de los mecanismos 

formales e informales que 

regulan la conducta en 

sociedad.

En México, la criminología ha evolucionado desde enfoques positivistas hacia perspectivas más integrales que 

consideran factores estructurales y sociales.



Fundamentos de la Criminología y Política Criminológica

Principales corrientes criminológicas

1 Escuela Clásica

Basada en el libre albedrío y la racionalidad del delincuente. Representantes: Beccaria y Carrara. Influencia en 

el derecho penal mexicano del siglo XIX.

2 Positivismo Criminológico

Determinismo biológico y social. Representantes: Lombroso, Ferri y Garofalo. Impactó las políticas 

penitenciarias mexicanas de principios del siglo XX.

3 Criminología Crítica

Cuestiona el sistema penal como reproductor de desigualdades. Influencia creciente en académicos 

mexicanos contemporáneos.

4 Criminología Clínica

Enfoque individualizado para el tratamiento. Base de los actuales programas de reinserción en México.



Fundamentos de la Criminología y Política Criminológica

Concepto y objetivos de la política criminológica

La política criminológica constituye el conjunto de estrategias y acciones desarrolladas por el Estado para prevenir y controlar la 

criminalidad, basadas en conocimientos criminológicos.

Sus objetivos principales en el contexto mexicano son:

Prevención del delito

Implementación de estrategias 

en los distintos niveles de 

prevención primaria, secundaria 

y terciaria para reducir la 

incidencia delictiva.

Racionalización del sistema penal

Optimización de recursos y 

procedimientos del sistema de 

justicia penal para garantizar su 

eficacia y respeto a los derechos 

humanos.

Protección de bienes jurídicos

Salvaguarda de valores 

fundamentales como la vida, 

libertad, propiedad y otros 

derechos esenciales 

reconocidos por el 

ordenamiento jurídico.

Reinserción social efectiva

Desarrollo de programas que 

faciliten la reincorporación de 

personas que han cumplido 

una sanción penal a la sociedad 

como miembros productivos.



Política Criminal y Ejecución Penal

La pena privativa de libertad como última ratio

El principio de última ratio establece que la prisión debe ser el último recurso del sistema penal.

Medidas Alternativas

La prisión solo debe aplicarse cuando 

otras medidas como servicios 

comunitarios, libertad condicional o 

reparación del daño resultan 

insuficientes para los fines de justicia.

Gravedad del Delito

La privación de libertad se justifica 

únicamente cuando la gravedad del 

delito cometido lo amerita, respetando 

la proporcionalidad entre el acto y la 

sanción.

Marco Legal Mexicano

Aunque la Constitución Mexicana y la 

Ley Nacional de Ejecución Penal 

reconocen este principio, en la práctica 

existe un uso excesivo de la prisión 

preventiva que contradice el espíritu 

de última ratio.



Política Criminal y Ejecución Penal

La pena privativa de libertad como última ratio

Prisión preventiva: 39%

Porcentaje de personas en prisión 

sin sentencia condenatoria en 

México (2023)

Costo anual: $16,000

Gasto promedio por interno en el 

sistema penitenciario mexicano

Población penitenciaria: 211,169

Total de personas privadas de 

libertad en México (2023)

Estas cifras evidencian la necesidad de implementar efectivamente el principio de última ratio en el sistema 

penal mexicano.



Política Criminal y Ejecución Penal

Medidas alternativas a la prisión y su impacto

Suspensión condicional

Regulada en el artículo 191 del 

Código Nacional de 

Procedimientos Penales. 

Permite suspender el proceso 

bajo condiciones específicas. Ha 

beneficiado a más de 15,000 

personas desde 2016.

Acuerdos reparatorios

Establecidos en el artículo 186 

del CNPP. Permiten la 

reparación del daño mediante 

acuerdo entre víctima e 

imputado. Han resuelto 

aproximadamente 25,000 casos 

anualmente.

Monitoreo electrónico

Contemplado en la Ley Nacional 

de Ejecución Penal. Permite 

cumplir la sentencia fuera de 

prisión. Implementado en 18 

estados con más de 3,000 

beneficiarios.



Política Criminal y Ejecución Penal

Medidas alternativas a la prisión y su impacto

El impacto de las medidas alternativas en México ha sido significativo:

Reducción de costos

Ahorro estimado de 1,200 

millones de pesos anuales 

para el sistema penitenciario 

mexicano.

Disminución de sobrepoblación

Reducción notable de la 

sobrepoblación en centros 

penitenciarios específicos.

Menor reincidencia

Tasa de reincidencia del 23% 

con medidas alternativas 

frente al 44% en penas 

privativas de libertad.

Reparación del daño

Mayor posibilidad de reparación efectiva del 

daño a las víctimas del delito.

Reducción del estigma

Disminución del estigma social para los 

infractores, facilitando su reintegración a la 

sociedad.



Política Criminal y Ejecución Penal

Desafíos de la desprisionalización

Resistencia judicial

Jueces y fiscales muestran 

reticencia a aplicar medidas 

alternativas por presión social 

y mediática.

Infraestructura insuficiente

Falta de recursos técnicos y 

humanos para implementar y 

supervisar medidas 

alternativas.

Percepción pública

Opinión pública favorable a 

políticas punitivas y 

desconfianza hacia medidas 

alternativas.

Marco normativo

Contradicciones entre leyes 

federales y estatales que 

dificultan la implementación 

uniforme.



Política Criminal y Ejecución Penal

Desafíos de la desprisionalización

La legislación mexicana presenta contradicciones que dificultan la desprisionalización. Estas tendencias contrapuestas 

reflejan la tensión entre el modelo garantista de la reforma de 2008 y las políticas de mano dura impulsadas 

posteriormente.

Prisión preventiva oficiosa

Ampliación del catálogo de delitos con 

prisión preventiva oficiosa según el 

Artículo 19 Constitucional, limitando las 

alternativas a la encarcelación.

Incremento de penas mínimas

Aumento en las penas mínimas 

establecidas que impiden a los 

sentenciados acceder a beneficios y 

alternativas a la prisión.

Restricciones en medidas alternativas

Implementación de restricciones 

específicas para aplicar medidas 

alternativas en ciertos tipos de delitos, 

reforzando el enfoque punitivo.



Programas de Reinserción Social

Modelos teóricos y prácticos de intervención

Modelo Riesgo-Necesidad-Responsividad (RNR)

Desarrollado por Andrews y Bonta. Evalúa factores de riesgo criminógenos y adapta la 

intervención a las necesidades específicas. Implementado en CEFERESOS mexicanos desde 

2016.

Modelo de Vidas Satisfactorias (GLM)

Enfoque positivo centrado en fortalezas y capacidades. Busca desarrollar habilidades para una 

vida prosocial. Aplicado en programas piloto en CDMX y Nuevo León.

Modelo de Intervención Socioeducativa

Basado en la educación social y el desarrollo de competencias. Implementado en centros de 

adolescentes en conflicto con la ley en México.



Programas de Reinserción Social

Modelos teóricos y prácticos de intervención

En México, los programas de reinserción social se estructuran en torno a los cinco ejes constitucionales, debiendo ser 

individualizados, progresivos y técnicamente viables según la Ley Nacional de Ejecución Penal.

Trabajo y capacitación laboral

Desarrollo de habilidades 

laborales y oportunidades de 

empleo que faciliten la 

reinserción económica tras la 

liberación.

Educación académica

Programas educativos desde 

alfabetización hasta estudios 

superiores para mejorar 

oportunidades futuras.

Salud física y mental

Atención médica integral y 

programas terapéuticos que 

abordan problemas psicológicos y 

adicciones.

Deporte

Actividades físicas y deportivas que promueven la 

disciplina, trabajo en equipo y salud general.

Respeto a los derechos humanos

Formación en valores cívicos y éticos que fomenta el 

respeto a la dignidad y derechos propios y ajenos.



Programas de Reinserción Social

Evaluación de la eficacia de los programas de reinserción

La evaluación de programas de reinserción en México enfrenta desafíos metodológicos. La reincidencia suele ser el principal 

indicador utilizado, aunque presenta limitaciones como medida única de éxito.

Falta de indicadores 

estandarizados

Los programas carecen de 

métricas uniformes que 

permitan evaluar su impacto 

de manera consistente y 

comparable entre diferentes 

centros penitenciarios.

Ausencia de seguimiento post-

penitenciario

No existe un monitoreo 

sistemático de las personas 

liberadas que permita evaluar 

su adaptación social y laboral a 

largo plazo.

Escasez de estudios longitudinales

Faltan investigaciones que 

analicen la evolución y 

resultados de los programas 

de reinserción a lo largo del 

tiempo.

Deficiencias en sistemas de 

información

Los sistemas para recopilar y 

analizar datos sobre 

participantes en programas de 

reinserción son inadecuados o 

están desactualizados.



Programas de Reinserción Social

Evaluación de la eficacia de los programas de reinserción

Reincidencia general: 44%

Porcentaje promedio de 

reincidencia en el 

sistema penitenciario 

mexicano

Con capacitación laboral: 
27%

Tasa de reincidencia en 

personas que 

completaron programas 

de capacitación

Con educación formal: 31%

Tasa de reincidencia en 

personas que avanzaron 

en su educación durante 

la reclusión

Con tratamiento integral: 
22%

Tasa de reincidencia en 

personas que 

participaron en 

programas que abarcan 

los cinco ejes

Fuente: Comisión Nacional de Seguridad, Estadísticas Penitenciarias 2022



Programas de Reinserción Social

Justicia restaurativa como alternativa en la ejecución penal

La justicia restaurativa en el contexto de ejecución penal mexicano:

Marco Legal

Reconocida en el 

artículo 200 de la Ley 

Nacional de Ejecución 

Penal como enfoque 

alternativo en el sistema 

penitenciario.

Reparación del Daño

Enfocada en reparar el 

daño causado por el 

delito, buscando la 

reconciliación y 

restauración del tejido 

social.

Participación Activa

Promueve la 

participación activa de 

víctimas, ofensores y 

comunidad para resolver 

conflictos de manera 

colaborativa.

Implementación

Implementada 

mediante procesos de 

mediación, círculos de 

paz y conferencias que 

facilitan el diálogo 

constructivo.



Programas de Reinserción Social

Justicia restaurativa como alternativa en la ejecución penal

Diálogo

Comunicación entre víctima y 

ofensor en un entorno seguro 

y controlado.

Acuerdo

Establecimiento de 

compromisos para la 

reparación del daño material y 

simbólico.

Reparación

Cumplimiento de los acuerdos 

y restauración de relaciones 

dañadas.

Reintegración

Reincorporación del ofensor a 

la comunidad y recuperación 

de la víctima.

Este ciclo representa el proceso ideal de justicia restaurativa en el contexto penitenciario mexicano.



Programas de Reinserción Social

Justicia restaurativa como alternativa en la ejecución penal

Experiencias exitosas de justicia restaurativa en México han mostrado resultados preliminares con reducción de conflictos 

internos, mayor satisfacción de las víctimas y disminución de la reincidencia en participantes.

Programa de Hermosillo

Programa de Justicia Restaurativa en el 

CERESO de Hermosillo, implementado 

desde 2017, enfocado en la 

reconciliación entre víctimas y 

ofensores.

Círculos de Paz en Oaxaca

Iniciativa en centros penitenciarios de 

Oaxaca que utiliza la metodología de 

círculos para facilitar el diálogo y la 

resolución de conflictos.

Mediación Penitenciaria

Programas de mediación 

implementados en centros de la CDMX 

y Nuevo León que promueven acuerdos 

de reparación entre personas privadas 

de libertad.



Programas de Reinserción Social

El papel de la sociedad civil y las instituciones en la reinserción

Organizaciones de la Sociedad 

Civil

Más de 120 OSCs trabajan en 

reinserción social en México. 

Ofrecen capacitación laboral, 

atención psicológica, 

acompañamiento post-

penitenciario y 

sensibilización social. 

Ejemplos: Reinserta, 

Documenta A.C., Renace.

Sector Privado

Empresas que participan en 

programas de contratación 

de personas liberadas. 

Iniciativas como "Segunda 

Oportunidad" han 

incorporado a más de 1,500 

ex reclusos al mercado 

laboral formal desde 2018.

Instituciones Académicas

Universidades que 

desarrollan investigación, 

evaluación y programas 

educativos en centros 

penitenciarios. La UNAM, 

UAM y universidades 

estatales ofrecen programas 

de educación superior para 

personas privadas de 

libertad.



Programas de Reinserción Social

El papel de la sociedad civil y las instituciones en la reinserción

Marco Normativo

El marco normativo mexicano 

reconoce la participación civil en la 

reinserción social a través del Artículo 7 

de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 

que establece la coordinación 

interinstitucional.

Organizaciones Civiles

El Artículo 207 regula específicamente 

la participación de organizaciones de 

la sociedad civil en los programas de 

reinserción, aunque persisten barreras 

administrativas y de seguridad que 

limitan una colaboración más efectiva.

Sector Privado

El Artículo 91 contempla convenios con 

el sector privado para actividades 

laborales, fomentando oportunidades 

de empleo como parte fundamental 

del proceso de reinserción social.



Retos y Propuestas para el Futuro del Sistema de Ejecución Penal

La necesidad de una política criminológica integral

Una política criminológica integral para México debe articular:

Prevención primaria

Educación, empleo y reducción de 

desigualdad como base para 

prevenir el delito desde sus causas 

sociales.

Prevención secundaria

Atención específica a grupos 

vulnerables para evitar situaciones 

de riesgo antes de que deriven en 

conductas delictivas.

Prevención terciaria

Implementación de programas de 

reinserción efectiva para prevenir la 

reincidencia delictiva.

Racionalización del derecho penal

Reformas legales que prioricen un sistema penal 

proporcional y enfocado en delitos de mayor impacto 

social.

Fortalecimiento de medidas alternativas

Desarrollo de opciones distintas a la prisión que 

favorezcan la reparación del daño y la reconciliación.

La fragmentación actual entre políticas de seguridad, justicia y reinserción dificulta un enfoque coherente.



Retos y Propuestas para el Futuro del Sistema de Ejecución Penal

La necesidad de una política criminológica integral

Coordinación

Articulación entre instituciones de 

seguridad, justicia y reinserción 

para implementar estrategias 

coherentes y efectivas.

Prevención

Programas de prevención primaria, 

secundaria y terciaria que atiendan 

las causas estructurales del delito y 

grupos vulnerables.

Justicia

Sistema judicial que privilegie 

medidas alternativas y garantice 

procesos justos con enfoque de 

derechos humanos.

Reinserción

Programas efectivos de reincorporación social basados 

en educación, capacitación laboral y acompañamiento 

post-penitenciario.

Evaluación

Medición constante de resultados para ajustar y mejorar 

las políticas criminológicas con base en evidencia 

científica.

Una política criminológica integral requiere la articulación de estos cinco niveles, con base científica y respeto a los 

derechos humanos. La legislación mexicana debe evolucionar hacia un modelo que integre estos componentes de manera 

coherente.



Retos y Propuestas para el Futuro del Sistema de Ejecución Penal

Modelos de gestión penitenciaria innovadores

Modelo APAC

Originario de Brasil, basado en la 

corresponsabilidad de los internos en 

su proceso de reinserción. 

Implementado de forma piloto en 

Jalisco con resultados prometedores 

en reducción de violencia.

Prisiones Abiertas

Centros de mínima seguridad con 

régimen de confianza. Experiencias 

iniciales en Coahuila y Chihuahua 

para delitos no violentos, con tasas de 

fuga inferiores al 2%.

Comunidades Terapéuticas

Enfoque integral para personas con 

adicciones. Implementado en 12 

centros federales mexicanos, con 

tasas de recuperación del 65% en 

participantes que completan el 

programa.



Retos y Propuestas para el Futuro del Sistema de Ejecución Penal

Modelos de gestión penitenciaria innovadores

La implementación de modelos innovadores en México requiere:

Adecuación normativa

Modificaciones a reglamentos 

internos para permitir la 

implementación de nuevos 

modelos de gestión penitenciaria.

Capacitación especializada

Formación del personal 

penitenciario en nuevas 

metodologías de reinserción 

social y gestión de centros.

Inversión en infraestructura

Adaptación de instalaciones 

existentes o construcción de 

nuevos espacios adecuados a 

modelos innovadores.

Evaluación científica

Medición sistemática de resultados para validar la 

efectividad de los nuevos modelos implementados.

Sensibilización social y política

Generación de consensos para superar la resistencia 

institucional y la inercia burocrática que obstaculizan 

estos cambios.



Retos y Propuestas para el Futuro del Sistema de Ejecución Penal

Fortalecimiento de la figura del Juez de Ejecución

Marco Legal y Constitucional

Creado en la reforma 

constitucional de 2008 y 

regulado posteriormente en 

la Ley Nacional de Ejecución 

Penal (2016), esta figura 

judicial representa un pilar 

fundamental del nuevo 

sistema penal acusatorio.

Funciones Principales

Responsable de garantizar los 

derechos durante la 

ejecución de penas, con 

facultades para modificar y 

controlar las sanciones 

impuestas, asegurando el 

cumplimiento de la ley.

Supervisión Penitenciaria

Supervisa activamente las 

condiciones de 

internamiento en centros 

penitenciarios, verificando 

que cumplan con estándares 

legales y de derechos 

humanos para las personas 

privadas de libertad.

Limitaciones Actuales

A pesar de su importancia 

crítica en el sistema, el Juez 

de Ejecución enfrenta 

limitaciones prácticas 

significativas que 

obstaculizan su plena 

efectividad en el contexto 

penitenciario mexicano.



Retos y Propuestas para el Futuro del Sistema de Ejecución Penal

Fortalecimiento de la figura del Juez de Ejecución

1 Especialización judicial

Crear programas de formación específica en derecho penitenciario y criminología para jueces de ejecución. 

Actualmente solo 3 estados cuentan con programas estructurados.

2 Autonomía presupuestaria

Dotar a los juzgados de ejecución de recursos suficientes para realizar visitas regulares a centros penitenciarios y 

contratar personal especializado.

3 Sistemas de información

Desarrollar plataformas digitales que permitan el seguimiento efectivo de cada caso y faciliten la comunicación con 

autoridades penitenciarias.

4 Ampliación de facultades

Reformar la LNEP para otorgar mayores atribuciones en materia de supervisión de programas de reinserción y 

condiciones de internamiento.



Retos y Propuestas para el Futuro del Sistema de Ejecución Penal

Proyectos de reforma y adecuación normativa

Principales propuestas de reforma en el ámbito de ejecución penal en México:

Revisión del artículo 19 

constitucional

Reducir el catálogo de delitos 

con prisión preventiva 

oficiosa para disminuir la 

sobrepoblación penitenciaria 

y garantizar el principio de 

presunción de inocencia.

Modificación de la LNEP

Fortalecer las medidas 

alternativas a la prisión como 

justicia restaurativa, 

tratamiento en libertad y 

trabajo comunitario para 

casos de menor impacto 

social.

Armonización de leyes estatales

Alinear la legislación de todas 

las entidades federativas con 

los estándares nacionales en 

materia de ejecución penal y 

derechos humanos de 

personas privadas de libertad.

Ley Nacional de Reinserción 

Post-penitenciaria

Crear un marco jurídico 

integral que regule los 

procesos de seguimiento, 

apoyo y acompañamiento 

para personas que han 

cumplido su sentencia.



Retos y Propuestas para el Futuro del Sistema de Ejecución Penal

Evolución normativa del sistema penitenciario mexicano

Reforma Constitucional 2008

Establece la reinserción 

social como fin de la pena y 

crea la figura del Juez de 

Ejecución, transformando el 

paradigma penitenciario 

mexicano.

Ley Nacional de Ejecución Penal 

2016

Promulgación del marco 

normativo que regula 

integralmente el sistema 

penitenciario y los 

procedimientos de 

ejecución de sanciones.

Reforma al Artículo 19 (2019)

Ampliación del catálogo de 

delitos con prisión 

preventiva oficiosa, 

reflejando un giro hacia 

políticas más restrictivas en 

materia penal.

Iniciativas 2023-2024

Proyectos pendientes para 

reformar la LNEP y crear una 

Ley de Reinserción Post-

penitenciaria que fortalezca 

el acompañamiento tras la 

liberación.

Esta evolución normativa refleja las tensiones entre el modelo garantista y las tendencias punitivistas en la política criminal 

mexicana.



Análisis de Casos Prácticos

Caso 1: CEFERESO No. 16 CPS Femenil Morelos

Centro federal con modelo de gestión público-privada inaugurado en 2015. Implementa programas integrales de reinserción con los 

siguientes componentes:

Atención a necesidades específicas

Programas diseñados para abordar las 

necesidades particulares de las mujeres en 

reclusión, con enfoque en salud, bienestar 

emocional y apoyo psicológico.

Capacitación laboral certificada

Talleres y cursos que proporcionan 

certificaciones oficiales para facilitar la 

integración laboral tras la liberación.

Atención a hijos de internas

Espacios y programas dedicados al cuidado 

y desarrollo de los hijos de mujeres en 

reclusión, manteniendo el vínculo materno-

infantil.

Resultados: Tasa de reincidencia del 18%, significativamente menor al promedio nacional.



Análisis de Casos Prácticos

Caso 2: Programa "Tú Puedes" en Nuevo León

Iniciativa de colaboración entre gobierno estatal, OSCs y empresas para la reinserción laboral.

Capacitación técnica

Formación profesional 

especializada durante el 

periodo de internamiento 

para desarrollar habilidades 

laborales.

Acompañamiento psicosocial

Apoyo psicológico y social 

para facilitar la transición a 

la vida en libertad y 

fortalecer habilidades 

sociales.

Vinculación laboral

Conexión garantizada con 

empleadores al obtener 

libertad, creando 

oportunidades reales de 

empleo estable.

Seguimiento post-liberación

Monitoreo y apoyo 

continuo durante 18 meses 

para asegurar una 

adaptación exitosa.

Resultados: 85% de retención laboral y sólo 7% de reincidencia entre los participantes del programa.



Análisis Comparativo Internacional

Modelo Nórdico

Enfoque en normalización y 

humanización. Centros pequeños 

con personal altamente 

capacitado. Tasa de reincidencia: 

20%. Lecciones para México: 

importancia de condiciones dignas 

y formación del personal.

Modelo Singapur

Disciplina estricta combinada con 

programas intensivos de 

capacitación. Participación 

empresarial activa. Tasa de 

reincidencia: 24%. Lecciones: 

vinculación efectiva con sector 

productivo.

Modelo Español

Sistema progresivo con énfasis en 

trabajo y educación. Módulos de 

respeto y unidades terapéuticas. 

Tasa de reincidencia: 31%. 

Lecciones: implementación 

gradual de cambios.



Conclusiones

Seis puntos conclusivos sobre política criminológica y reinserción social

1. Enfoque integral

La política criminológica mexicana requiere articular prevención, sanción y reinserción de 

manera coherente, superando la actual fragmentación institucional.

2. Corresponsabilidad social

La reinserción social efectiva demanda la participación activa de 

instituciones públicas, sector privado y sociedad civil en un esfuerzo 

coordinado.

3. Racionalización penal

Es necesario fortalecer el principio de última ratio y 

desarrollar alternativas a la prisión que sean efectivas y 

socialmente aceptadas.



Conclusiones

Seis puntos conclusivos sobre política criminológica y reinserción social

4. Evaluación científica

Los programas de reinserción deben someterse a evaluaciones rigurosas que permitan 

identificar prácticas efectivas y optimizar recursos.

5. Profesionalización

La formación especializada del personal penitenciario y judicial es 

fundamental para implementar modelos innovadores de gestión.

6. Armonización normativa

El marco jurídico debe evolucionar para resolver 

contradicciones y fortalecer los mecanismos de 

reinserción social efectiva.



Reflexiones Finales

La política criminológica y los proyectos de reinserción social en México se encuentran en una encrucijada. El futuro del 

sistema de ejecución penal dependerá de la capacidad para superar estas contradicciones y construir un modelo 

coherente con los principios constitucionales.

Marco normativo vs. implementación

El marco normativo avanzado 

contrasta con la realidad de 

implementación deficiente en los 

centros penitenciarios mexicanos.

Enfoques en conflicto

Las tendencias punitivistas en la 

política criminal compiten 

constantemente con enfoques 

basados en evidencia científica y 

derechos humanos.

Recursos limitados

Los recursos escasos asignados al 

sistema penitenciario exigen 

optimización y priorización 

estratégica para lograr resultados 

efectivos.
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